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PRESIDE: — Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Javier Cha y Javier 
Salsamendi. 


INVITADOS: Delegación de la Asociación de Bancarios del Uruguay (AEBU) integrada por los señores y 
señoras: Carlos Márquez, Presidente del Sector Financiero Oficial; Roberto Bordolli y María 
Cristina Iglesias; Carmen Rivarola, Presidenta de la Comisión Representativa del Banco 
Hipotecario del Uruguay; Carlos Bisio, Julio César Pereyra y Alberto de Nacimento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos una calurosa bienvenida a la delegación de los trabajadores bancarios, nucleados en AEBU, 
representada por las señoras María Cristina Iglesias, de AEBU, Espacio 17, por los delegados de la Comisión 
Representativa del Banco Hipotecario del Uruguay, señora Carmen Rivarola, Presidenta, Julio César Pereyra 
y Carlos Bisio y por los integrantes del Consejo Banca Oficial, señores Carlos Márquez, Presidente, Roberto 
Bordolli, Consejero y Alberto do Nacimento. 


Es un gusto para nuestra Comisión recibirlos a fin de escuchar vuestros puntos de vista y aportes acerca del 
proyecto de reestructura del Banco Hipotecario y la creación de la Agencia Nacional de Viviendas que, como 
es sabido, es una de las iniciativas que ha sido priorizada para su pronta aprobación. 


SEÑOR MÁRQUEZ.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido en momentos en los que la 
Cámara se apresta a abordar la creación de esta nueva institucionalidad, en el marco del rediseño del 
sistema público nacional de viviendas. Para nosotros, como trabajadores del sistema financiero, más 
allá de la trascendencia que tiene el crédito, es importante trabajar sobre la base de la credibilidad de 
las nuevas herramientas con las que se va a manejar el país para dar respuesta a las necesidades de 


vivienda que hoy existen. También resulta fundamental restablecer la credibilidad desde el punto de 
vista ético -de acuerdo con las características que tiene el sistema financiero, el altísimo porcentaje de 
ahorristas que tiene depósitos a la vista indica que hay una recuperación, aunque muy lenta, desde la 
crisis de 2002-, para reorientar la función del Banco Hipotecario a partir de estos procesos de 
transición, refundacionales, desde la hecatombe que vivió la institución y que aún padece, a fin de 
reorientar su función y ponerla verdaderamente al servicio de la población. 


Compartimos la necesidad de diseñar un sistema público nacional de vivienda, a partir del establecimiento de 
políticas de Estado. En ese sentido, por lo que conocemos de la región, no necesariamente tendría que 
comprender la participación estatal. Quiere decir que el mantenimiento de ese Banco abierto, implica también 
una fuerte decisión política, que nos corresponde reconocer previamente como organización sindical. 


Estamos de acuerdo con el diagnóstico de situación de crisis estructural que padecemos. No obstante, no 
visualizamos los medios propuestos para alcanzar el sistema que se plantea como los necesarios a la hora de 
potenciar un mercado de la vivienda que es absolutamente incipiente. 


En cuanto al rol estatal, desde nuestra humildísima perspectiva, creemos que el rediseño del sistema nacional 
de vivienda se debe sustentar -más allá del diagnóstico de la compleja situación que padeció el Banco, 
producto de múltiples circunstancias, entre ellas los descalces y la existencia de una serie de funciones cuya 
separación hoy se plantea- en la revitalización de estos instrumentos, con el objetivo de regular una serie de 
disparidades que se han dado a nivel social, como consecuencia de la implementación de políticas liberales 
que nosotros, como organización sindical, hemos combatido y seguiremos combatiendo en caso de 
visualizarlas nuevamente. 


En ese sentido, la creación de esta nueva institucionalidad, Agencia Nacional de Viviendas, debe adquirir las 
características de un organismo autónomo, que se encargue de la parte ejecutiva de los planes de vivienda 
contenidos en el Plan Quinquenal, íntimamente relacionado, es obvio, con el diseño de las políticas por parte 
del Ministerio y con la actividad, en este caso casi exclusivamente financiera, que va a desarrollar el propio 
Banco a futuro. 


Este proceso ha tenido múltiples chispazos entre las autoridades y la organización sindical, porque si bien no 
es nueva la coyuntura por la que atraviesan determinadas empresas, en este caso los bancos del Estado, la 
gravedad de la problemática que padece el Banco Hipotecario se inscribió en una situación casi inédita en la 
que, para nosotros, en alguna medida se cuestionaba hasta los propios puestos de trabajo. Digo esto porque, 
más allá de que reconozcamos la característica de funcionarios públicos, queremos precisar que en toda la 
historia de nuestra organización sindical hemos sabido priorizar permanentemente el alcance de los objetivos 
programáticos que hacen al interés nacional, al interés país, estableciendo la defensa del salario y de las 
condiciones de trabajo dignas como un aspecto subsidiario a la situación que viven nuestras empresas, sobre 
todo tratándose de una empresa pública. 


Hace algunos meses, específicamente en julio de 2006, como forma de establecer un marco a la discusión 
que se va a dar a nivel de la Cámara Diputados y que ya se realizó en el Senado, firmamos un acta en la que 
establecimos que en el proyecto a consideración se inscriben algunos de los aspectos acordados por el 
sindicato bancario con las autoridades, a los efectos de contar con algunas garantías. Si bien sabíamos que 
esta situación iba a generar un impacto importante en la sociedad y en los trabajadores, tratamos de 
relativizarlo y de llevar adelante un proceso de adaptación en el marco de la defensa de los derechos y 
garantías de los funcionarios, de modo de prepararlos para la situación de crisis. ¿Sobre qué base? Sobre la 
base de evaluar un horizonte potencial en el que, en un mercado de la vivienda dinámico, con participación 
estatal y un banco saneado que se maneje con recursos propios, exista una nueva institucionalidad. Si bien 
hemos manifestado que esta incluiría aspectos inherentes a lo que fue la función del Banco de exclusivo 
resorte financiero -me refiero a la administración de la cartera problemática-, tenemos cifradas expectativas 
en que se implementen de manera favorable y que la sociedad pueda contar con estos nuevos instrumentos 
aceitados y pulidos. Nos parece que, paralelamente al estudio de estas alternativas, también resulta prioritario 
desarrollar un proceso de estructuración del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


Hay otro aspecto importante que nos parece interesante manejar en esta instancia. Tal como se encuentra 
formulado el proyecto de ley, nos parece que podría estar cuestionada la autonomía que debería tener un ente 


descentralizado como el que se prevé, con las características de las funciones que se le adosan y teniendo en 
cuenta el tutelaje establecido por el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. En lo particular, creemos que podría ser inadecuada la injerencia tan marcada que tendrá el 
Ministerio, aunque por supuesto entendemos que se trata de generar alternativas ante una serie de 
experiencias que fueron absolutamente frustrantes para los intereses del país y también para los trabajadores. 


Una porción más que importante de las funciones que en su momento realizaba el Banco Hipotecario y que 
fueron cuestionadas, estarían siendo transferidas mayoritariamente a esta Agencia, lo que se inscribe como 
una amenaza para su futuro funcionamiento. 


Por otra parte, todos conocemos las últimas novedades con relación a las características del sistema 
financiero y los requerimientos que establece el Banco Central; también sabemos que las dimensiones del 
futuro banco, en alguna medida, no responden a las proyecciones que antes se habían realizado. Por ello, es 
parte de nuestra preocupación establecer que dentro del plan de negocios que se prevé para el Banco y que se 
ha puesto en conocimiento de nuestra organización, debería estudiarse la posibilidad de articular con otros 
organismos estatales la colocación de recursos genuinos del Estado, sin necesidad de recurrir -como se ha 
planteado- a agentes externos. 


En las últimas horas -reitero, como forma de dar marco a lo que puede ser el ingreso al análisis de las 
alternativas que se plantean en algunos de los artículos del proyecto de ley y que nosotros presentamos-, el 
sindicato ha mantenido contactos insistentes con las autoridades del Banco de la República. Hace muchísimo 
tiempo que el sindicato bancario, ante la perspectiva de realizar transformaciones profundas en el 
funcionamiento del Estado, se ha planteado como objetivo que estas se complementen y que los distintos 
mecanismos no compitan entre sí. Creemos que esta es una oportunidad inequívoca para lograrlo, tratando de 
contemplar las necesidades del país, de los usuarios, de la sociedad y también de los trabajadores, en función 
de la detección de necesidades de personal, de complementación de funciones, etcétera. Allá por 1892, 
cuando se creó el Banco Hipotecario, se estableció una separación de lo que en aquel momento era el Banco 
Nacional de la República -hoy Banco de la República-; en aquel momento no se los separaba solo en lo que 
hacía al otorgamiento de préstamos hipotecarios, porque también daba préstamos para el agro. Es decir que 
en el país hay un camino que creo que podría ser nuevamente transitado, sobre la base de que existe enorme 
potencialidad en estos instrumentos que, si bien padecen una situación crítica, pueden ser reflotados en el 
marco de políticas de Estado que muy pocas veces se han diseñado a tales efectos. 


Antes de quedar a la espera de que nos realicen alguna consulta específicamente sobre las modificaciones al 
proyecto de ley, queremos decir que, en líneas generales, la extensión del mecanismo de ejecución 
extrajudicial a la banca privada quita al Banco Hipotecario un régimen de ejecución especial. Pensamos que 
en esta situación crítica, lejos de potenciarlo, lo debilita en beneficio de capitales extranjeros que 
evidentemente tienen derecho legítimo a participar en el mercado, pero que no utilizarán sus recursos en 
función de los intereses del país, como lo haría una institución estatal. 


Hice esta exposición a modo de presentación inicial. Reitero que agradezco profundamente la invitación a 
encontrarnos e intercambiar ideas sobre estos temas que son de interés común. Cedería ahora la palabra a 
alguno de los compañeros, para que hiciera un desarrollo mucho más minucioso de los artículos en los que 
pretendemos introducir modificaciones. 


SEÑORA RIVAROLA.- Buenas tardes. Soy la Presidenta de la Comisión representativa de 
funcionarios del Banco Hipotecario 


Como conocemos la discusión que se dio en el Senado, queremos decir que este no es el proyecto que tenía 
AEBU para el Banco Hipotecario. Esta iniciativa es fruto de una negociación con el Gobierno, en la que se 
establecieron algunos puntos de acuerdo. Nuestro sindicato aceptó la creación de la Agencia y asumió la 
crisis del Banco. Pero decimos que no es responsabilidad del sindicato diseñar las políticas de vivienda. 
Aceptamos la alternativa en el entendido de que la crisis del Banco era irreversible. Por eso, pese a que hoy 
esta iniciativa es fruto de un acuerdo, presentamos nuestras discrepancias con el articulado. Entonces, sin 
perjuicio de que hay un acuerdo general, hay puntos en los que no coincidimos. Voy a hacer referencia a 
algunos de ellos, tratando de no ser muy reiterativa, porque hay legisladores que ya nos recibieron y los 
conocen. 


En principio, nosotros vemos una injerencia excesiva por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente con respecto a las decisiones de la Agencia. Se crea un servicio descentralizado 
y nosotros creemos que no va a tener la autonomía con la que sí debe contar. Advertimos que el señor 
Ministro o el señor Subsecretario de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente pueden participar 
de las sesiones del Directorio con voz y sin voto. También hay algún otro artículo que limita la autonomía a 
la Agencia, pese a que su competencia está definida en el articulado; entendemos que tiene cierto grado de 
subordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que sería contrario 
a lo que debe ser un servicio descentralizado. Para nosotros sería más bien un órgano desconcentrado que un 
servicio descentralizado. 


Por otra parte, cuando concurrimos a las negociaciones se nos planteó que el Banco, entre otras cosas, 
también necesitaba reestructurarse porque se entendía que no podía haber un organismo que diseñara, 
ejecutara, administrara y financiara los planes de vivienda. Se entendía que esos cometidos debían 
subdividirse y AEBU estuvo de acuerdo. Es decir que debería haber un organismo que financie, otro que 
planifique y un tercero que ejecute. Sin embargo, advertimos que en el proyecto hay una concentración de 
funciones en la Agencia. En definitiva, nos parece que se están duplicando costos porque en algunos aspectos 
la Agencia va a hacer lo mismo que hacía el Banco; cumple funciones netamente financieras, y por otro lado 
vemos que el Banco queda muy reducido y con poca competencia. 


Con respecto a la ejecución extrajudicial, también discrepamos con el proyecto, y así se lo hicimos saber a la 
delegación del Poder Ejecutivo. Advertimos algunas contradicciones en los artículos en cuanto a la base de 
los remates, en el sentido de si se va a tomar el valor de Catastro o la deuda. Al respecto hicimos algunas 
modificaciones, entendiendo que se debe tomar el menor valor que surja de la comparación de la deuda con 
el valor de Catastro. En lo que tiene que ver con el procedimiento de ejecución en sí mismo, hoy el Banco y 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente son los únicos que tienen las 
facultades de ejecución extrajudicial. Nosotros entendemos que este proyecto, además de incluir la creación 
de la Agencia y la reforma del Banco incluye la reforma de la ejecución extrajudicial y de la ejecución de los 
créditos hipotecarios que otorgan instituciones financieras. Quiere decir que se reformaría todo el 
procedimiento que se ha llevado a cabo hasta hoy, no solo por el Banco Hipotecario y por el Ministerio, sino 
por todas las instituciones de intermediación financiera. Por supuesto que al Banco todo esto lo enlentece 
porque, si bien el procedimiento hoy es mixto -ya que empieza como un procedimiento administrativo pero 
culmina con una adjudicación judicial-, va a continuar siéndolo, pero va a comenzar con un trámite judicial y 
culminará con la ejecución del inmueble. A efectos de la función social y del Estado, nosotros creemos que 
pueden perjudicarse los deudores. Hemos visto que existe preocupación por los deudores hipotecarios, ya que 
se trata de que no pierdan la vivienda. En ese sentido, nosotros entendemos que esta herramienta, que va a 
acelerar el procedimiento para la banca privada, puede ser perjudicial a nivel social. Es decir que no solo va a 
enlentecer el procedimiento del Banco, sino también va a perjudicar a los deudores de otras instituciones 
financieras. 


En lo que tiene que ver con los funcionarios, también tuvimos diferencias. Logramos firmar un acta el 3 de 
julio, en la que se garantizaban los derechos de bancarios oficiales, la regulación por los convenios colectivos 
de los funcionarios del Banco que tuvieran otros destinos, es decir, que fueran a otros bancos del Estado o a 
la Agencia. Nosotros tenemos un convenio colectivo de la banca oficial que establece que todos nosotros 
debemos ser redistribuidos en los bancos oficiales. En aras de llegar a un acuerdo en la negociación, lo 
aceptamos; como ya dije: la creación de la Agencia y también ir a la Agencia, siempre y cuando tuviéramos 
las mismas garantías que nos daba el convenio colectivo. 


Hay tres o cuatro artículos que refieren a los funcionarios y con los que nosotros discrepamos. En primer 
lugar, porque todos los funcionarios van para la Agencia y, eventualmente, desde allí podrán ser 
redistribuidos a los bancos oficiales. En segundo término, porque se crean escalafones paralelos, y en ese 
sentido sabemos que la Oficina Nacional del Servicio Civil ya tiene varios dictámenes que establecen que los 
escalafones paralelos pueden ser inconstitucionales porque pueden llegar a lesionar la carrera administrativa 
de los funcionarios. En el artículo 29 del proyecto se establece que se podrán crear escalafones, con lo cual 
entendemos que vamos a perder por vía oblicua la protección que teníamos con el convenio colectivo y con 
el acta de acuerdo; si vamos a un escalafón paralelo, nuestra carrera administrativa también puede quedar 
estancada. 


El artículo 31 refiere a los pases en comisión. Este nos merece algunas discrepancias porque, si bien es cierto 
que no se requiere el consentimiento del funcionario, hoy es lo que se aplica. Este proyecto de ley 
modificaría el régimen general de pase en comisión, porque no solo no requiere el consentimiento del 
funcionario sino que, además, no hay número mínimo de funcionarios y no tiene plazo de caducidad. 


Con respecto a las sucursales, el artículo 9” establece que la Agencia podrá establecerlas en el interior. 
Nosotros creemos que se debería complementar funciones con el Banco y utilizar su infraestructura en las 
sucursales, que es lo que hoy sucede con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, que funciona en muchos locales del Banco. 


SEÑOR BISIO.- Buenas tardes. Integro la Comisión representativa del Banco Hipotecario. Voy a 
tratar de complementar lo que dijo la compañera Rivarola. 


Con respecto al artículo 9%, entendemos que hay una confusión entre dos temas, porque una cosa son los 
domicilios constituidos a los efectos procesales -esta norma dice: "[...] A todos los efectos legales y 
procesales se domiciliará en Montevideo!...]"-, y la instalación de una agencia en determinadas localidades 
no guarda ninguna relación con la constitución de un domicilio. Quiere decir que se entreveraron dos cosas 
totalmente distintas, es decir, la posibilidad de que se abra una agencia con establecer que el domicilio 
constituido puede ser en Montevideo. Se trata de dos temas diferentes que se incorporan en un mismo 
artículo. Nos parece que desde el punto de vista técnico habría sido mejor que se estableciera que el 
domicilio constituido es en Montevideo, como lo sucede hoy con el Banco Hipotecario con respecto a todas 
las sucursales. 


Algo que mis compañeros ya señalaron es el acta de acuerdo que firmamos el 3 de julio, y tenemos un 
"dossier" que vamos a entregar a la Comisión. En ese documento consta la base de acuerdo, que después no 
se ve reflejado en los artículos. 


Nos gustaría hacer alguna puntualización respecto a algunos temas que no son reivindicativos pero que desde 
el punto de vista técnico pueden estar bien o mal. Una de las cosas que dijimos a la delegación del Poder 
Ejecutivo es que está proyectado que el Estatuto de este servicio descentralizado sea aprobado por dicho 
Poder. Les dijimos que el literal E) del artículo 59 de la Constitución establece que los estatutos de los 
servicios descentralizados se aprueben por ley y no por un acto administrativo del Poder Ejecutivo. 
Pensábamos que esto había sido corregido y vemos que no es así; no es algo que nos afecte demasiado, pero 
será impracticable. 


Con respecto a la naturaleza jurídica de la Agencia, alcanza con leer el documento para darse cuenta de que 
existe una injerencia directa en la autonomía de un servicio descentralizado. Un manual elemental de 
Cassinelli Muñoz explica la naturaleza jurídica y cuáles son las atribuciones de un servicio descentralizado, y 
como decía la compañera, hay una injerencia directa en la Agencia que podría traer problemas de 
funcionamiento, sobre todo teniendo en cuenta que políticamente podrían estar en diferentes ámbitos de 
poder. No sé de qué manera puede funcionar la Agencia si en las sesiones participa el Ministro; aunque no 
tenga voto, evidentemente hay una injerencia política. Nos parece que si es un servicio descentralizado debe 
ser descentralizado en serio. 


Por otra parte, se establece que un montón de competencias podrá llevarlas a cabo con el aval del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si la competencia es privativa, no se podría 
requerir aval. Esto no quiere decir -cuando planteamos esto en otro ámbito no se interpretó bien- que el 
Ministerio no deba planificar previamente. El Ministerio debe planificar y la Agencia debe actuar en función 
de ello, pero la Cartera no puede tener injerencia directa sobre la competencia privativa de la Agencia. Son 
aspectos diferentes. 


También nos preocupa el tema de los remates y el otro día exponíamos algunas cifras. A veces escuchamos 
decir que los remates del Banco demoran mucho. Hoy se están ejecutando viviendas con deudas de la década 
del noventa. ¿Por qué? Puede pensarse que el procedimiento del Banco es lento, pero no es así. El 
procedimiento de ejecución extrajudicial del Banco es sumamente rápido, pero por una razón social el Banco 
ha entendido que no se puede rematar todo lo que tenemos y que la gente se quede sin vivienda. A veces 
también se debe a políticas legislativas de refinanciación y demás. Reitero que el procedimiento de ejecución 
extrajudicial no tiene participación judicial, al menos en la primera etapa, lo que lo hace sumamente rápido. 


El otro día decía el señor Diputado Chá que este mecanismo puede ser discutible desde el punto de vista 
constitucional, y nosotros lo compartimos. Ya ha sido cuestionado como inconstitucional y el Banco ha 
ganado los juicios, pero si se ha cuestionado al propio Estado en este sentido, cuando esto pase a manos 
privadas casi con seguridad el mecanismo será declarado inconstitucional. 


Consideramos que es un mecanismo socialmente peligroso. La función típica de un banco privado es hacer 
un negocio de índole económica; no tiene en sí mismo una función social y no podemos pretender que la 
tenga. Si damos ese instrumento a un Banco privado para ejecutar rápidamente a sus deudores se va a crear 
un problema social, con un adicional que mencionamos en el documento: la demanda prevista para el 
quinquenio es de sesenta mil viviendas y como inversión está planificado hacer doce mil, lo que significa que 
ya tenemos un problema de demanda. Si a eso se agrega el hecho de dotar a un agente financiero de un 
mecanismo de ejecución extra rápido, podemos tener un problema muy importante. 


A esto debemos agregar otra cosa. Ustedes saben que el Banco está securitizando carteras o tiene planificado 
hacerlo. ¿Qué significa esto? La Sala de Abogados del Banco -que nosotros integramos con la doctora 
Rivarola- ha estudiado si es posible que una vez securitizadas las carteras del Banco, quienes las compren 
puedan mantener los mismos instrumentos de ejecución que tiene el Banco. ¿Que quiere decir? Si pueden 
mantener el régimen de ejecución extrajudicial, si tienen esos mecanismos ágiles de ejecución. La Sala de 
Abogados ha entendido que no, porque es una facultad dada al Banco Hipotecario por su particular situación 
de ser un órgano público, que contempla además, políticas sociales. 


Entonces, ¿qué pasa? Además de esto vamos a tener un régimen de ejecución para los bancos privados 
mediante el cual podrán ejecutar rápidamente a algunos deudores. Por otro lado, vamos a tener todas las 
carteras securitizables en las que no se podrá utilizar ese mecanismo porque son deudas viejas compradas al 
Banco Hipotecario. Finalmente, vamos a tener un nuevo régimen del Banco Hipotecario que, en realidad, se 
va a enlentecer muchísimo con respecto al anterior porque no será estrictamente una ejecución extrajudicial, 
como ahora. Por lo tanto, habrá un problema de desventaja entre los propios deudores del Banco, porque si la 
cartera está securitizada tendrá un régimen y si permanece en la órbita, tendrá otro. Los deudores no estarían 
en una situación igualitaria. 


Por otra parte, si bien este tema tiene que ver con la creación de la Agencia hay artículos relacionados con el 
Banco Hipotecario. Si bien cuando esto entró al Parlamento, no teníamos el documento que hoy tenemos, nos 
preocupa en qué situación va a quedar el Banco, cuáles serán sus competencias y si será viable o no. Si 
ustedes miran el proyecto verán que prácticamente todas sus competencias fueron transferidas a la Agencia y 
desde el punto de vista financiero no vemos mayor futuro para el Banco. 


También nos preocupa la situación de las sucursales del Banco, y el otro día hablábamos con un Diputado al 
respecto. Hoy tenemos un documento entregado por el Poder Ejecutivo según el cual las sucursales del 
interior del país prácticamente se extinguen. Inclusive, algunas de ellas se suprimen, tercerizándose la gestión 
del Banco en el interior del país. Si tuviéramos el plan de negocio de la Agencia contaríamos con más 
elementos para evaluar la situación, pero nos preocupa el Banco desde el punto de vista financiero y cómo 
será la estructura que tendrá en el interior del país. Lo que nos acaban de dar simplemente nos proporciona 
números, pero no sabemos cuáles son los negocios que involucra. 


La compañera hacía referencia a la base de remate de los inmuebles del Banco, y al respecto hay un trabajo 
muy importante realizado por compañeros que trabajan en el área específica. Nos parece que es un error -lo 
dijimos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cuando tuvimos la 
reunión- poner como base del remate el valor catastral, y vamos a dar un ejemplo para que se entienda de qué 
estamos hablando. Si un deudor me debe $ 10 y la vivienda vale $ 10, yo ejecuto por el valor de la deuda. 
Ahora bien: de repente el valor catastral de la vivienda es $ 2,5. Yo me pregunto: ¿el Estado no está obligado 
a defender los dineros públicos? Si el inmueble está tasado en $ 30 y la deuda es de $ 10, ¿por qué tengo que 
rematar por $ 2,50? Es un contrasentido decir que remato por el valor real cuando el valor del inmueble 
supera varias veces el valor catastral. Nos parece que no es adecuado. Nos contestaron que así se procede 
cuando se remata en casos de ejecuciones judiciales, pero estamos hablando de cosas totalmente distintas 
porque una ejecución judicial es por la deuda de un particular al que le deben US$ 500, hizo un embargo, 
cobra su dinero y lo demás no le importa. 


El Banco está obligado a recuperar el dinero que invierte; entonces, si el valor del bien responde, ¿cuál es la 
razón para no rematar por lo menos por la deuda que se tiene? Ahora bien: si la deuda supera varias veces el 


valor del inmueble, tomemos al menos el valor de tasación del bien y rematémoslo por ese monto. Hay casos 
en que la deuda supera el valor del inmueble y es ilógico iniciar un camino largo de ejecución, de remate, en 
el que se pagan varios gastos si ya sabemos que el valor del inmueble no lo compensa. En ese caso no es 
mala idea rematar por el valor real del inmueble, pero no compartimos que se haga por el valor catastral 
porque todos sabemos que está muy desactualizado, salvo en algunos lugares de Montevideo. 


SEÑORA RIVAROLA.- Quiero agregar que no estamos de acuerdo con la designación directa del 
Gerente General y de los asesores técnicos. 


En primer lugar, entendemos que debe haber un llamado entre los funcionarios. 


En segundo término, comprendemos que el Gerente General es la cabeza de la Administración y, a nuestro 
juicio, esta debe ser absolutamente independiente del Directorio. El Directorio responde a cargos políticos. 
Creemos que la Administración, si bien tiene la obligación de ejecutar las decisiones del Directorio, debe ser 
independiente. Pensamos que esa es una garantía para la empresa, en este caso para el Banco, o para 
cualquier empresa del Estado. Sin perjuicio de que el Gerente General, como cualquier funcionario de 
cualquier organismo público, está sometido a jerarquía, eso da al Directorio la garantía de que la 
Administración va a cumplir sus disposiciones. Pero creemos que debe ser independiente de las decisiones 
políticas. 


Asimismo, un artículo cuyo número no recuerdo establece que también los asesores técnicos serán 
designados directamente. Por supuesto que tampoco lo compartimos. La Ley N* 16.127 ya establece los 
procedimientos de ingreso a la función pública, qué sucede con los cargos que se declaran desiertos y cómo 
se llenan. Entendemos que ese debe ser el procedimiento, tanto para el Gerente General como para cualquier 
funcionario. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Las exposiciones formuladas ?sobre todo por la señora Rivarola y el 
señor Bisio? respecto a la realidad del Banco y del proyecto de ley han sido muy completas. Por lo 
tanto, muchas de mis preguntas ya han sido respondidas. 


Sin embargo, en algunos casos quiero profundizar y, en otros, quiero innovar. 


En el literal A) del artículo 1%, respecto a la modificación de la Carta Orgánica del Banco, en las 
competencias que nuevamente se da a la institución se establece: "Otorgar créditos en moneda nacional, 
Unidades Indexadas o Unidades Reajustables, con garantía hipotecaria: a) a personas físicas, para la 
adquisición, construcción o refacción de la vivienda; b) a personas jurídicas, para iguales destinos, cuando 
cuente para ello con la total garantía del MVOTMA o de fondos especiales o cuentas de ahorro previo, 
afectados a tal fin". 


La pregunta es si este literal -ustedes que han estado muchos años en el Banco- no hace volver a situaciones 
que el Banco ya vivió hace muchos años. 


Antes de haber sido enviado el proyecto, pensamos que en la reestructura del Banco solamente se iba a poder 
prestar a personas físicas. 


A pesar de que se establece la garantía del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente -siempre es el Estado el que paga último-, me parece que nuevamente se corren riesgos. Pero más 
reticencias aún me genera la frase: "[...] o de fondos especiales o cuentas de ahorro previo [...]". 


Luego, en el mismo artículo pero en el literal E), se establece: "Disponer que la oficina, institución o empresa 
que abone sueldo o pasividad a beneficiarios de créditos del Banco, retenga el importe necesario para cubrir 
los pagos de dichos créditos". 


Aquí todos sabemos que hay un orden de prelación establecido por ley, que es muy difícil de modificar y 
muchísimos funcionarios públicos tienen afectados sus sueldos al pago de distintas cuotas a distintas 
personas jurídicas, instituciones, etcétera. ¿Cómo quedaría este orden de prelación respecto del régimen 
vigente? 


Con respecto a la Agencia Nacional de Vivienda, ¿no hay duplicación de roles? Creo que la doctora Rivarola 
ya lo ha respondido. Inclusive, lo preguntamos el otro día cuando concurrió el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Nos parece que puede ser uno de los flancos de este proyecto de 
ley. 


En cuanto al personal, nos quedan dudas respecto de la redistribución, es decir, la facultad que se da a la 
Agencia para que redistribuya después. Nos parece que es una delegación que habría que estudiar con mucha 
detención. También creo que la pregunta ya fue contestada pero nos gustaría que ampliaran en este sentido 
para tener las máximas garantías con respecto a funcionarios que ya tienen derechos adquiridos por muchos 
años. 


Luego está el tema de la capitalización. Creo que eso no fue tocado aquí. Me gustaría entrar un poco en el 
tema financiero, aunque quizás no sea el "métier" de los abogados. Pero creo que por los años de trabajo en el 
Banco, pueden tener una aproximación. 


Según mis cálculos, en la capitalización prevista en el proyecto, el Banco Hipotecario, con los trescientos 
funcionarios que quedaran, estaría haciendo cuatro préstamos por día; serían ochenta por mes y novecientos 
sesenta por año; es decir, mil préstamos por año. Creo que esta institución se justifica para dar muchos 
préstamos más. Entonces, la pregunta consiste en si no es demasiado poco el flujo de dinero que se esté 
destinando a préstamos para compra, refacción o construcción de viviendas a fin de que el Banco Hipotecario 
tenga vida propia; de lo contrario, una vez traspasada la cartera pesada a la Agencia y que se vayan 
cancelando los créditos por parte de quienes son buenos pagadores, en poco tiempo el Banco Hipotecario 
quedaría con las manos casi vacías si no hay una verdadera inversión en préstamos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hoy se planteó la posibilidad de un fondeo del BROU como mecanismo 
financiero determinado. Quisiera saber si ustedes entienden que ese planteo -adelanto que lo comparto, 
más allá de mi escaso conocimiento en cuestiones bancarias- requiere una formalización legal, es decir, 
una ley. 


También se hizo referencia al excesivo tutelaje o a que había una desnaturalización del concepto de servicio 
descentralizado. Plantearon concretamente que se parecía más a un desconcentrado que a un descentralizado. 
Me quedó clara la opinión, así que no voy a hacer ninguna consulta en particular. 


Voy a abundar en algunos de los planteos que se hicieron sobre el problema de la ejecución. Dijeron que le 
ven problemas a la modificación del mecanismo de ejecución. En principio, por lo que entendí -aparte de este 
tema que tendría que ver con si se aplica a las securitizadas el mismo régimen que al organismo oficial-, 
ustedes dicen que la base fáctica sobre la que se parte para plantear el tema, es decir, la necesidad de lograr 
juicios más cortos, no es real; los datos que se han manejado no coinciden con la realidad efectiva. Me 
gustaría que se abundara en ese tema; lo más probable es que yo no lo haya entendido. 


Por otra parte, hay dos argumentos que me resultan incompatibles entre sí. Partiendo de la base de que yo 
entendí mal y no de que ustedes no se expresaron bien, solicito que lo expliquen nuevamente. Se planteaba 
que había una pérdida de garantía de parte de los deudores, en función de que podía procederse a una mayor 
cantidad de ejecuciones con más rapidez y con eventuales efectos sociales y, asimismo, que desde el 
organismo del Estado había una pérdida de ciertos instrumentos que le permitían manejarse de mejor forma. 
En principio, me resulta incompatible una cosa y la otra, por lo que les solicito que desarrollen este tema. 


En cuanto a los pases en comisión, se planteó una modificación del régimen general, lo cual es obvio y 
correcto. ¿Cuál sería el perjuicio que ocasionaría esta modificación del régimen general? 


SEÑOR CHÁ.- Para formar un criterio son muy útiles todas las apreciaciones. Voy a formular algunas 
preguntas para que quede constancia de la información, aunque los aspectos en los que hay desacuerdo 
están bastante focalizados. Obviamente, las autoridades que han remitido este proyecto nos han dado 
una información distinta. Me gustaría tener una opinión más acabada de parte de ustedes acerca de 
algunos temas. 


En cuanto a la ejecución, recibimos la información de que actualmente las ejecuciones en el Banco tienen un 
promedio más o menos de cuarenta meses con este tipo de sistema extrajudicial. Se nos plantea que el 


cambio de sistema en las ejecuciones -se propone un sistema mixto- llevaría a un descenso en el tiempo para 
proceder de por lo menos a la mitad; este es en un punto de vista pesimista. Entenderán que ese tipo de 
diferencia en el tiempo parece bastante importante como para establecer un juicio político al respecto. 
Ustedes nos plantean que estas demoras no son reales para la libre ejecución sino que se deben a distintas 
decisiones políticas. Me gustaría conocer eso en detalle. Si se va a bajar de cuarenta meses a veinte, el 
cambio del sistema estaría avalado. 


La otra apreciación que quiero hacer es la creación de la Agencia, que para nosotros es la piedra angular del 
proyecto. El corazón del proyecto es la reestructura del Banco y la creación de la Agencia, porque nos 
garantiza que va a haber ejecutividad en el proceso, la construcción y la recuperación de carteras; va a ser la 
entidad destinada a aplicar las principales políticas que va a establecer el Ministerio. No estamos hablando de 
un servicio que vaya a tener un rol secundario, sino que es principal. Para mí es el fundamento central para 
aprobar este proyecto. 


Nos dicen que con la creación de la Agencia se corre el riesgo de una duplicidad de roles financieros respecto 
al Banco Hipotecario del Uruguay. Quisiera saber a cuáles se refieren, porque a simple vista no los veo. En 
todo caso, se plantea que el Banco va a operar como tal, mientras que hasta ahora operaba como Banco y 
como muchas otras cosas más. Hoy va a operar como Banco; esa es la promesa central, lo que a mí me 
convence: un Banco que opere como tal. Es decir que va a prestar, cobrar y captar depósitos. Va a tener los 
roles clásicos y principales de una entidad bancaria. La Agencia va a tratar de recuperar la cartera morosa, la 
cartera pesada; eso no lo va a hacer el Banco, sino la Agencia, a través de los instrumentos que se den para 
ello, como un fideicomiso, etcétera. No veo cuál es la duplicidad, porque se trata de roles financieros bastante 
discernibles. Por lo tanto, me gustaría que me explicaran qué opinan al respecto. 


Dicen que existe preocupación por excesiva injerencia de las autoridades del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el funcionamiento de este servicio descentralizado. Esta es 
una opinión política. Puedo o no estar de acuerdo, conforme a mis finalidades y analizar cómo utilizo 
determinados instrumentos. 


Ahora bien: eso técnicamente, desde el punto de vista jurídico, ¿lo invalida como servicio descentralizado? 
Ese es otro asunto. Puedo pensar que sea inconveniente, y otros podrían pensar que es muy conveniente, es 
decir, que el Ministerio haga un control más estricto y un seguimiento más claro de las funciones y decisiones 
de la Agencia. No obstante, quiero saber si eso en términos jurídicos realmente violenta lo que se formula 
como un servicio descentralizado porque, en todo caso, la pérdida de autonomía es opinable desde el 
momento que ninguna autoridad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
vota. Entonces, esto estaría en el campo de lo ideológico, de la discusión o del debate, de plantear cuáles 
serían las ideas de una entidad y de los representantes. 


Me gustaría que se informara más precisamente, si se puede, en cuántos departamentos se cerrarían 
sucursales del Banco Hipotecario; eso sí me interesa particularmente. 


Por otra parte, se ha dicho con respecto al Banco Hipotecario que podría quedar achicado, desguarnecido en 
cuanto a sus competencias, un tanto circunscripto a cierto tipo de roles que harían, inclusive, dudar sobre su 
continuidad. Por lo menos la visión que me han trasmitido -y que he podido estudiar- es que quedaría 
constituido como un banco, porque ese rol -captar depósitos, dar créditos, cobrarlos- lo tendría, pero se duda 
de su continuidad, mientras de lo que se trata, precisamente, es de fortalecer al Banco en ese rol, no 
desguarnecerlo, sino todo lo contrario, porque esa es la voluntad política del Gobierno. Si no fuera esa su 
voluntad, lisa y llanamente se hubiera apostado a achicar y a liquidar al Banco, en determinados plazos, 
gradualmente, como opinan otros, no esta bancada, como se ha señalado y consta en la versión taquigráfica. 
Si así fuera, la voluntad hubiera sido explícita, y no lo es porque, precisamente, la voluntad es otra: revitalizar 
el Banco pero a través de sus roles clásicos. Lo que se analiza es que lo que ha generado una crisis en el 
Banco, además de los efectos de lo que pudo haber sido una mala gestión, es la concentración de roles 
contradictorios, que provocaron pérdidas financieras. 


Entonces, pregunto por qué existe ese pesimismo acerca del futuro del Banco, a partir de la concentración en 
sus roles como entidad bancaria más definida. 


Asimismo, coincido con que la base de ejecución en términos de lo que podría ser el valor catastral, podría 
inducir a no lograr el mejor recupero, en cuanto a la deuda y la relación con ese valor catastral. Sin embargo, 


el gran problema es que ejecutar por el monto de la deuda podría significar en la mayoría de los casos cifras 
que trasciendan el valor de mercado de la vivienda. Por lo tanto, no habría Cristo al que se le ocurriera 
comprar a un valor superior al del mercado, sobre todo si se trata de una vivienda del Banco Hipotecario. Esa 
es la contradicción que está planteada. 


No me afilio a ningún modelo en forma dogmática, pero empíricamente hasta ahora ha quedado demostrado 
que es mucho más difícil recuperar rematando por el monto total de la deuda y, por lo tanto, habría que 
probar una cosa distinta. No es que el Estado no tenga afán de recuperar la plata que le corresponde, sino que 
el otro mecanismo ha llevado a un modelo impracticable. En todo caso, habría que agregar sentido común, 
cuestión que generaría la pérdida de efectividad de la política que uno quiere aplicar. 


SEÑORA RIVAROLA.- Responderé las últimas preguntas vinculadas con la ejecución. 


El Banco históricamente ha demorado en iniciar la ejecución, no por un problema de que el procedimiento 
sea engorroso o lento, sino de política administrativa: no había funcionarios para gestionar, se suspendían los 
remates o se aprobaban leyes para deudores, y así quedaban las carpetas con las deudas. El problema del 
Banco no ha sido el procedimiento de ejecución extrajudicial sino la forma en que se ha utilizado. Es más, 
este nuevo procedimiento enlentecería la gestión del Banco aún más, porque actualmente el procedimiento 
empieza siendo netamente administrativo, el Banco cita al deudor, pero cuando inicia el expediente de 
ejecución notifica al deudor, mediante telegrama colacionado, que se le inició un procedimiento de ejecución, 
que tiene tantos días, y a la semana le llega un telegrama comunicándole que la fecha de remate es tal, y 
dentro de los noventa días el Banco debe hacer el segundo remate. Ahí termina el procedimiento y se inicia 
una etapa judicial, que consiste en presentar ante el Juzgado competente todas las actuaciones administrativas 
para que se provea la toma de posesión a favor del comprador en remate o la adjudicación del inmueble a 
favor del Banco si se frustraron los dos remates. 


El procedimiento para el Banco es corto. Es más: el Banco históricamente nunca dejó vencer los noventa días 
entre el primer y el segundo remate, porque vencido ese plazo se debe comenzar por el primer remate. 


Entonces, el procedimiento para el Banco es ágil y para los acreedores que no son el Banco Hipotecario es 
lento, porque es absolutamente judicial, ya que se inicia con las intimaciones que se hacen judicialmente, 
debe trabarse un embargo, inscribirse en el registro, designarse rematador, quien hará visitas, etcétera. Es 
decir, es mucho más largo que el procedimiento del Banco. 


Lo que se crea a través de este proyecto de ley es un único procedimiento para todos los acreedores 
hipotecarios del sistema financiero. En consecuencia, creemos que al ser mixto el procedimiento de principio 
al Banco le enlentece la gestión, y al acreedor privado se la agiliza, porque actualmente el acreedor privado 
siempre debe acudir al Juzgado y siempre están pendientes las ferias judiciales, las notificaciones por 
Alguacil, el pedido de prórroga, etcétera. Esto le pasa actualmente al acreedor privado, lo que no le sucede al 
Banco Hipotecario. 


Aunque el Banco tenga ese único procedimiento, nunca prosperaron las acciones de inconstitucionalidad ante 
la Suprema Corte de Justicia. En cambio, este procedimiento que se establece en el proyecto sí le sirve al 
acreedor privado, pero lo enlentece al Banco, porque empieza con la intimación, los funcionarios del Banco 
tendrán que pedir una liquidación de cancelación y presentarla para comenzar a intimar, cosa que hoy no 
sucede porque el propio Banco, a través del telegrama colacionado, intima el pago y decreta la ejecución. Por 
supuesto que hoy es un procedimiento, pero es administrativo: tiene las garantías del debido proceso, el 
administrado puede presentar los recursos administrativos que entienda pertinentes, puede hacer un acuerdo 
de pagos, suspender los remates. El procedimiento que surge de este proyecto es único y mixto, pero 
entendemos que perjudica al Banco porque lo enlentece. 


Hoy no se demora cuarenta meses en adjudicarse las viviendas o en otorgarse la posesión. No es un problema 
de procedimiento, sino de cómo se utiliza, del estado de las viviendas, de los compradores en remate; a su 
vez, para que le den la posesión necesitamos que el Juez nos autorice y a veces las viviendas están 
derrumbadas o el comprador no puede ser sujeto de crédito, y por tanto no puede escriturar, y como no puede 
escriturar el Juez no le da la posesión al comprador. Todo esto enlentece, pero de ninguna manera puede 
decirse que el procedimiento es lento. Por supuesto, el procedimiento no es de un día para el otro porque eso 
es parte de la garantía que tiene el administrado del debido proceso. No puede haber una ejecución y una 


adjudicación en treinta días, pero es mucho más rápido que el procedimiento que se prevé en este proyecto, 
que solo agiliza en el caso de los acreedores hipotecarios del sistema financiero, vale decir, Banco 
Hipotecario y todos los demás. 


Por eso, tenemos nuestras objeciones. Defendemos el actual procedimiento del Banco, porque sabemos que 
es bueno. Reitero: no han prosperado las acciones de inconstitucionalidad. 


Se plantearon las contradicciones en cuanto a los deudores. Es cierto que el Banco tiene la facultad de 
ejecutar extrajudicialmente, pero si el Banco securitiza ese crédito pasará a ser propiedad de otro acreedor 
que será privado. 


Ese acreedor privado no puede utilizar procedimientos extrajudiciales si por parte de los privados se le 
cuestionó que no haya prosperado. Por lo tanto, ese acreedor privado, para ejecutar ese crédito que 
originariamente otorgó el Banco Hipotecario debe hacer un procedimiento ordinario, que es judicial. 
Entonces, nosotros pensamos que los deudores van a estar en desigualdad de condiciones porque aquel 
deudor de un crédito que ha sido securitizado eventualmente va a tener que negociar -bonificación para 
cancelar, o acuerdo de pago, o suspender un remate- exclusivamente con su acreedor privado. En cambio, el 
deudor del Banco Hipotecario podrá hacer un convenio de pago en virtud de ese nuevo procedimiento o del 
que hoy ya tenemos; entonces, habrá desigualdad de condiciones. 


A nuestro entender, esto también puede ser peligroso, pues los deudores quedan en distinta situación. Se trata 
de deudores que originariamente sacaron un crédito en la misma institución y en condiciones similares, o en 
distintas instituciones con regímenes diferentes. Por tanto, una vez utilizado determinado mecanismo, sin 
notificación del deudor, quedan en condiciones distintas para negociar. 


SEÑOR BISIO.- Me voy a referir al tema de los plazos. Quiero decir que cuando los préstamos del 
Banco se ejecutan en tiempo y forma, la vivienda se obtiene en ocho meses; en ese plazo el Banco 
ejecuta y escritura. Un procedimiento judicial como el que está planteado o un procedimiento judicial 
común -es decir un acreedor particular que remate- no lleva menos de cuatro años, ya que puede haber 
apelaciones, incidentes, etcétera. Es decir, puede ocurrir todo el trámite administrativo que planteó la 
doctora Rivarola: que nosotros enviemos un telegrama colacionado, etcétera, pero todo ello requiere 
un procedimiento judicial que, entre otras cosas, se interrumpe por las ferias judiciales. En la vía 
administrativa no se interrumpe en el Banco, porque es netamente administrativa. Si hay apelaciones 
en la vía judicial, todos sabemos que a un deudor particular, recuperar una vivienda no le lleva menos 
de ese plazo. Habría que consultar con algún colega cuánto tiempo lleva recuperar un inmueble en caso 
de ejecución. 


Hice esta aclaración porque escuché que se habló de un plazo de cuarenta meses. Reitero: el plazo promedio 
de ejecución judicial, sin un procedimiento administrativo como tiene el Banco, es de ocho meses. 


SEÑOR BERNINL- Desde el punto de vista jurídico no me animo a discutir mínimamente con 
Carmen, con Carlos ni con los abogados presentes en Sala, pero quiero traducir el punto de vista 
político que hay detrás de este capítulo referido a las ejecuciones. 


En primer lugar, estamos hablando de los nuevos créditos hipotecarios hacia adelante, no para atrás. Es 
notorio que cuando se hablaba de los cuarenta meses promedio no se lo afirmaba pensando en el instrumento 
puro y teórico de laboratorio sino por la vía práctica, porque hoy tenemos una realidad incontrastable que 
vemos cuando vamos caminando por la calle: en función de la brutal crisis social y, desde mi punto de vista, 
de la mala administración del Banco durante los últimos años, se ha provocado un deterioro en materia de las 
viviendas hipotecadas posiblemente realizables, y objetivamente, por decisión política, no se ha llegado al 
puro y teórico procedimiento de ejecuciones extrajudiciales. 


En segundo término -esto hay que visualizarlo en el contexto global- por lo que se ha planteado, la Agencia 
de Viviendas va a tener una de sus patas fundamentales en la creación de fideicomisos para la gestión de la 
cartera más deteriorada del Banco, fundamentalmente en lo social, que es la que estamos obligados a atender 
en función de las consecuencias que tiene. Obviamente, a través de los fideicomisos no existen normativas 
del Banco Central que obligatoriamente limiten la capacidad del Banco de buscar, tanto en plazos, en tasas 
como en quitas, cierto marco de flexibilidad para poder recuperar y, a su vez, atender la situación social. 


En función de todo esto, vamos a tener una nueva realidad en que el Banco Hipotecario será un Banco cuya 
imagen histórica estamos persuadidos de que debemos recuperar, por lo que significa en la cultura del 
Uruguay el tema hipotecario, que actualmente está muy deteriorado. Se debe asumir fundamentalmente que 
el mercado inmobiliario, concebido en su globalidad, tendrá una parte que el Estado deberá atender 
socialmente a través de las políticas que se van a instrumentar, a definir en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a aplicar a través de la Agencia de Viviendas. Las políticas de 
subsidio serán específicas y para el núcleo familiar, no como se venían haciendo, al boleo, en cifras globales, 
que de acuerdo con mi opinión luego se desvirtuaban absolutamente, siendo parte de la situación de crisis que 
hoy tenemos. 


Con esto quiero decir que tengo la impresión de que a nivel del mercado de crédito hipotecario el Banco - 
como cualquier Banco- va a tener que buscar los fondos de los depósitos que pueda captar, y creo que está 
bien que se dejen abiertas las posibilidades de otra forma de fondeo. Y en esto interpreto la necesaria 
complementación de funciones en particular con los fondos con que sabemos que cuenta el Banco de la 
República, que va a querer las garantías necesarias -esto es político, no va a estar en una ley-, pero será una 
de las formas, entre otras, de buscar fondos para financiar. Aun en esa hipótesis, el actual déficit en materia 
de mercado inmobiliario sustentable es tal, que tiene derivaciones como por ejemplo que los alquileres se han 
ido al diablo en función de que no hay crédito para compras de vivienda. Reitero: el Banco Hipotecario es al 
mercado inmobiliario lo que el Banco Central a la moneda; cuando se dispara el dólar, el Banco Central sale; 
cuando el mercado inmobiliario se trastoca, históricamente el Banco Hipotecario jugó un rol en ese sentido. 
Aun así, existiría un déficit en crédito hipotecario bancario, que es producto de la propia realidad disminuida 
que tiene el Banco en materia de depósitos y de las herramientas financieras que tiene para operar. 


Tenía grandes dudas con respecto a este proyecto, y me convencieron; quiero ser muy honesto en esto. En 
cuanto al sistema financiero no estatal en materia de viviendas destaco lo que decía Carlos Márquez en el 
sentido de que es bueno que en este país siga habiendo un ente del Estado para el crédito hipotecario, lo cual 
en la región no existe porque lo mataron; en determinado momento estaba "demodé" y creo que ahora hay 
una vuelta a estos principios. Aun así, al sistema financiero privado se le da la posibilidad, a través de este 
procedimiento de ejecuciones, de aceptar también el riesgo de mejor manera de lo que lo viene aceptando 
ahora, porque por más que actualmente hay algún banco privado que ha roto el mercado saliendo a dar 
crédito hipotecario con plazos, tasas y monedas más o menos potable, el problema de las ejecuciones será un 
freno para salir a financiar créditos hipotecarios al mercado del sector privado. Yo estaría en contra de esto si 
no hubiera un Banco Hipotecario del Estado, pero como lo hay y le tengo una fe bárbara -ahora también se 
trata del cambio de imagen y de una buena gestión, y le sacamos todo lo peor como para que se den las 
condiciones para ello-, apuesto fuertemente a lo pujante que va a ser la tarea del Banco Hipotecario, que de 
hecho también va a incidir en la regulación del mercado inmobiliario y de los créditos hipotecarios privados. 


No quería analizar el tema de las ejecuciones solo desde el punto de vista jurídico sino teniendo en cuenta un 
alto contenido político concreto en función de lo que estamos hablando. Esto es: ni más ni menos que tratar 
de atender la demanda en materia de crédito hipotecario, que en este país no existe desde hace años, producto 
de la difícil situación que vivió el banco desde que quebró, desde la propia crisis de 2002 y de toda la 
descomposición de los agentes tomadores de créditos que no son otros que los ciudadanos de este país, y 
punto. 


Gracias. 


SEÑORA RIVAROLA.- Quisiera decir algo sobre la base de los remates. Sabemos que las tasaciones 
de Catastro son bajas. Entonces, la modificación que nosotros proponemos al artículo es que la base 
sea el menor valor entre comparar la deuda y la tasación o el valor de Catastro, de forma tal de tener 
más opciones y no quedarnos con el valor de Catastro, porque a veces puede suceder -una vez en un 
millón- que la deuda sea más baja que ese valor, o que el valor de tasación, comparado con el de 
Catastro, sea inferior. Entonces, nosotros proponemos que existan opciones para las bases de los 
remates: que no sea únicamente el valor de Catastro sino que se tomen alternativamente distintos 
valores y se vea el que más convenga, para poder recuperar el mayor porcentaje posible de la deuda; 
eso nos parece importante. 


Con respecto a los pases en comisión, quiero decir que nosotros firmamos un acta el 3 de julio donde se 
establecen los destinos de los funcionarios del Banco y allí se dispone que serán los bancos oficiales, el 


Banco Hipotecario o la Agencia, por acuerdo de partes. Cuando nos encontramos con el articulado y vimos 
que el pase en comisión no requería del consentimiento del funcionario y que no había un número mínimo de 
funcionarios para enviar en comisión, tuvimos la sensación de que por vía oblicua se estaba violentando lo 
que habíamos acordado, porque en un principio el acuerdo era que todos quedábamos en el Banco, íbamos a 
la agencia o a los bancos oficiales. Y formalmente es así, porque sólo podemos pertenecer a esas plantillas, 
pero en los hechos, si nos pueden mandar en comisión de a cincuenta a otro lado, nos parece que se violenta 
el espíritu del convenio, que no había sido ese. Por eso no estábamos de acuerdo. No obstante eso -después 
surgieron algunas diferencias con la delegación del Gobierno- tuvimos que suscribir un acta en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, donde acordamos que previamente a cualquier pase en comisión, por lo 
menos, iba a haber una instancia en la propia Cartera ente el sindicato y las autoridades, porque entendíamos, 
justamente, que no se respetaba el espíritu de ese acuerdo. 


SEÑOR MÁRQUEZ.- Coincido con lo manifestado por el señor Diputado Bernini y el resto de los 
Representantes en el sentido de que esta solución tiene un altísimo contenido político. No podía ser de 
otra manera, en función de que nosotros, desde el sindicato bancario, debido a las situaciones de crisis 
que nos ha tocado padecer en carne propia con relación al trabajo, hemos sido bastante creativos, o lo 
han sido los compañeros que me han precedido en la lucha a lo largo del tiempo. 


Recién la compañera Rivarola profundizaba sobre las características de la redistribución. Obviamente, 
nosotros damos importancia al alcance de los acuerdos establecidos con las autoridades. Como toda instancia 
de negociación, no obtuvimos el cien por ciento de lo que pretendíamos alcanzar. También eso hay que 
cotejarlo con que a veces hay intereses que coliden y uno tiene que priorizar un interés superior, al cual 
teníamos que adaptarnos y así lo hemos hecho. ¿Sobre qué base? Sobre la base de que somos actores 
privilegiados en la sociedad por tener un trabajo absolutamente digno -donde nadie nos regaló nada y muchas 
de las cosas que hemos conquistado son fruto de la lucha del sindicato bancario- y que, en este caso, 
teníamos que actuar haciendo una devolución de la situación que hoy tenemos para intentar preservar esas 
herramientas a las cuales hacíamos referencia, en las que se incluyen, obviamente, el Banco Hipotecario de 
futuro, la Agencia Nacional de Vivienda y los instrumentos que se manejan hoy, que no son ni malos ni 
buenos en sí mismos, porque tendremos que evaluar su funcionamiento para ver si sirvieron para los intereses 
para los que fueron creados. 


Con respecto a los derechos adquiridos, existe la Carta Orgánica del Banco Hipotecario que va a ser 
modificada por el proyecto de ley, y habrá una Carta Orgánica de la Agencia Nacional de Vivienda donde, de 
acuerdo con lo que hemos estado intercambiando con las propias autoridades, se crearán los ámbitos 
bipartitos y paritarios para discutir con el sindicato bancario las características de la misma, como no podía 
ser de otra manera. 


En cuanto a la reestructura institucional del propio Banco, con las características que se pretenden, nosotros 
evaluamos que sería imposible llevar adelante primero un proceso de transformaciones y tener capacidad 
para liderar con los recursos con los que se cuentan. A veces en eso tenemos nuestra visión discrepante en 
algún sentido pero, por otra parte, debemos convocar permanentemente y hacer que los trabajadores se 
apropien de ese proceso de transformaciones para llevarlo adelante. 


Preguntaba un señor Diputado cómo evaluábamos nosotros el proceso de capitalización. Voy a hacer alguna 
precisión al respecto. Se desemboca en algo que tiene todo un proceso histórico. El Banco ha sido 
capitalizado en más de US$ 1.000:000.000 desde 2003 a 2005; US$ 500:000.000 al Banco República y 
US$ 140:000.000 al Ministerio de Economía y Finanzas para la creación de un fideicomiso. Es decir que 
estamos hablando de una situación tan peculiar que si no somos absolutamente creativos, el niño estaría 
abortando antes de nacer, y eso no es lo que pretendemos. 


Desde la perspectiva del trabajador hay una serie de amenazas que implican evaluar la necesidad de que los 
Diputados discutan algunas modificaciones al articulado que nos parecen relevantes a la hora de analizar este 
tema. Nosotros queremos que esto se efectivice, que se largue, que se pueda desarrollar y ayudar a caminar a 
ese bebé que está pretendiendo nacer. 


Por otra parte, el legislador hablaba de los US$ 18:000.000 que se estarían destinando inicialmente. Como 
decía el señor Diputado Bernini, día a día, uno nota que en el imaginario social se desgastan algunos 
instrumentos, como la credibilidad; pero hay ciento cincuenta mil uruguayos que todavía confían en ese 


Banco, y que, a través del mecanismo de la captación de ahorro previo, pretenden algún día, a través del 
Estado, cumplir ese sueño de casita propia que está contenido ni más ni menos que en la Constitución. 
Obviamente, no van a ser los actores privados quienes den respuesta a esa situación; se deberá ganar ese 
mercado que pretendemos se construya y desarrolle en beneficio de la sociedad. 


Así el Banco otorgara un solo préstamo en los próximos seis meses, sería el cien por ciento más de lo que 
hoy está dando, porque el Banco hoy no está brindando préstamos. 


Estamos hablando de una institución financiera que pretende tener un rol como el que tuvo en el pasado, 
atendiendo una serie de requerimientos de la población. En función de lo que se analizaba, la necesidad de 
vivienda para el quinquenio es de sesenta mil unidades. Asimismo, de acuerdo con las proyecciones de 
construcción, se calculan unas doce mil unidades. Pensamos que la respuesta no va a ser en función del cien 
por ciento de los requerimientos que hoy se tienen, pero la cuestión pasa por echar a andar la herramienta. 


En cuanto a si se justifica, se trata de una pregunta retórica, porque contiene la respuesta en sí misma. Si 
estamos diciendo que hay una necesidad en el mercado, se necesita una herramienta que dé respuestas a la 
misma. Si tenemos un instrumento Banco Hipotecario, en el que decimos que la sociedad ha hecho 
inversiones fabulosas, lo mínimo que podemos pretender es que este proceso de reestructuración lo coloque 
en una situación en que pueda volver a otorgar préstamos, financiarse con sus propios recursos e incluir en su 
seno toda una serie de fondeos que podrían surgir de las arcas del Banco de la República, como 
eventualmente están manejando los legisladores. Se trata de un proyecto largamente acariciado por nuestra 
organización, que deberá profundizarse desde el punto de vista político programático porque aún está a un 
nivel superficial. 


Con respecto a las sucursales, debemos precisar que si estamos tratando un proyecto que implica ni más ni 
menos que evaluar la complementación -ahora sí, en serio- de instituciones del Estado, donde hay que 
reconocer que las bocas de información de la gestión del propio Ministerio de Vivienda se están dando en las 
sucursales del Banco, aunque estén yendo a pérdida -y no es así-, habría que determinar la potencialidad, 
como la de los sectores del proyecto agroazucarero del norte del país. En este caso, se evaluó, inclusive, el 
propio cierre de una sucursal del Banco de la República, lo que nos parecía una situación absolutamente 
alocada, en la medida que se trataba de un lugar con una proyección y una dinámica de futuro absolutamente 
relevante. El Banco Hipotecario también la tiene. 


Estamos analizando el plan de negocios que se nos presentó para saber si, en función de las proyecciones que 
se establecen, corresponde el cierre de alguna de esas sucursales. Obviamente, hay que tener en cuenta la 
participación del Banco de la República porque es parte del problema, ya que se le deben US$ 500:000.000; 
o sea que el Banco de la República también puede ser parte de la solución. Nosotros hablamos de tratar de 
amortiguar el impacto en la sociedad y en los trabajadores, cumpliendo los acuerdos establecidos con las 
autoridades y contemplando la posibilidad de que, si existe una necesidad de personal en el Banco de la 
República -como se da ahora-, se haga una redistribución por el mecanismo que se entienda adecuado y en 
función de los derechos adquiridos, como señalaba el señor Diputado. Reitero: podría haber un pasaje de 
funcionarios que tienen todo el "know how" de la función bancaria. Inclusive, como siempre, estaríamos 
equilibrando esto con los intereses de aquellos uruguayos jóvenes que pretenden ingresar a un trabajo 
absolutamente digno, como el de la banca oficial, y con las respuestas que tenemos y que estamos 
requiriendo de las autoridades para otras situaciones de desempleo que se dan en el sistema. 


Se ha hecho mención a la injerencia de las autoridades del Ministerio lo que, más allá de lo jurídico, es un 
aspecto netamente político. Pero podría ingresarse en un terreno de contradicción si miramos esto desde una 
perspectiva positiva; el legislador lo analizaba desde el punto de vista pesimista y nosotros lo haremos desde 
una óptica optimista. ¿De qué perspectiva hablo? Decía la compañera que no compartimos la designación 
directa del Gerente General, sino que pretendemos que esta se haga a través del mecanismo de concurso - 
instrumento que defenderemos permanentemente- entre la plantilla actual de funcionarios del Banco 
Hipotecario. Además, nosotros queremos que exista una separación. Dentro del sistema financiero hemos 
bregado en forma permanente por limitar la injerencia político-partidaria en el funcionamiento de las 
instituciones. Tenemos muchísimas experiencias en este sentido y consideramos que si para dirigir los 
destinos de la Agencia Nacional de Vivienda habrá autoridades legítimamente designadas por el Ministerio, 
con las características que prevé el proyecto, como la Gerencia General es de neto corte administrativo 
debería cubrirse con los mecanismos de designación que existen en el ámbito de la función pública. Digo esto 


más allá de que en los estatutos del Banco de la República se establece la posibilidad de que la Gerencia 
General, con la importancia que tiene, esté ocupada por un actor externo, aunque, de hecho, de manera 
inteligente nunca se hizo uso de esta opción por considerar, inclusive, que en el terreno de las señales 
resultaba importante que un trabajador de carrera de la propia institución pudiera acceder a ese puesto a 
través de un concurso. 


SEÑOR BISIO.- Voy a contestar algunas preguntas que quedaron pendientes. 


Creo que el tema del fondeo ya fue explicitado claramente por el señor Diputado Bernini y que lo relativo al 
plazo de ejecución extrajudicial también fue explicado. Quedó pendiente lo que decía el señor Diputado Cha 
con respecto a la duplicación de funciones de la Agencia y el Banco Hipotecario. En ese sentido, hay varios 
aspectos que analizar, como cuál es el plan de negocios de la Agencia y el del Banco, lo que no conocemos. 
Tengo aquí el plan de negocios del Banco Hipotecario que nos entregaron la semana pasada; lo estamos 
estudiando. Es un documento de carácter declarativo que señala que el organismo tendría que ser eficiente y 
eficaz y estar al servicio de la sociedad; en definitiva, es todo lo que deseamos. Pero no sabemos cómo se va 
a llevar a cabo esto. Entonces, no podemos emitir opinión sobre el tema porque estamos hablando de la 
Agencia, cuyo plan de negocios tiene un marco, pero como no conocemos el negocio en sí mismo, traído a 
tierra, cuando hablamos de duplicación de funciones solo nos referimos a algunas que conocemos. Por 
ejemplo, nos preguntamos para qué queremos sucursales de la Agencia en los lugares del interior del país en 
los que ya hay locales del Banco Hipotecario; por qué la Agencia no funciona en los edificios del Banco, 
como ocurre con las oficinas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Hay 
casos en los que es claro que eso no se puede hacer, pero en general, el Ministerio ha cerrado sus locales en el 
interior y funciona en los del Banco para ahorrar en costos operativos, en mantenimiento edilicio, etcétera. Si 
se optara por buscar nuevos inmuebles, nuevos mobiliarios y nuevos funcionarios se podrían duplicar 
funciones. Lo planteo porque en el proyecto está previsto el ingreso de funcionarios a la Agencia. Esto nos 
llama la atención porque se está diciendo que los que sobran en el Hipotecario van a ir a la Agencia. 
Entonces, por un lado se dice que estos funcionarios van a pasar en comisión pero, por otro, que ingresarán 
otros nuevos. Salvo que se trate de funcionarios con distinto perfil que los del Banco Hipotecario, la situación 
parece un poco compleja, sobre todo en cuanto a la carrera administrativa. Nos preguntamos qué carrera 
administrativa tendrá un funcionario que pase en comisión a cualquier otro organismo -eso está previsto- y 
qué carrera tendrán los que pasen a la Agencia si, teóricamente, la están desarrollando en otro lado. ¿Cómo se 
van a compatibilizar en ese organismo los distintos regímenes de los funcionarios? ¿Por qué estatuto se regirá 
cada uno de ellos? Por lo menos nosotros no tenemos claro la forma en que esto se va a implementar; nos 
queda la duda porque no hemos recibido respuestas al respecto. 


Por otro lado, el señor Diputado Cha decía que el Banco Hipotecario va a ser netamente comercial. Nosotros 
discrepamos con esa Óptica; entendemos que también tiene que tener un rol social. Inclusive, en el 
documento que nos entrega el Poder Ejecutivo también se habla de que tendrá un rol social. 


Ahora bien, creo que hay una confusión a la que quiero referirme. El valor real tiene importancia también en 
lo que hace a la ejecución extrajudicial. Como decía con razón un Diputado, para qué vamos a ejecutar 
inmuebles que sabemos que no valen lo que se dice que valen. Esto ocurre como consecuencia de no tener 
una gestión adecuada en la vigilancia de los deudores y de dejar pasar diez años para después ejecutarlos. 
Evidentemente, las moras y los recargos muchas veces triplican el valor de la deuda real. Entonces, insisto: el 
problema es de gestión, no de la base sobre la que rematamos. Nosotros no estamos de acuerdo con que se 
deje "in eternum" que pague el que quiera, porque eso desalienta al que paga. Eso lo dicen los que pagan; 
nosotros, que trabajamos dentro del Banco, lo sabemos. La gente se pregunta: "¿Para qué vamos a pagar si 
hace poco el diario 'El País' publicó que en el Banco hay un 83% de morosos?". Antes de seguir quiero 
aclarar que esto no es verdad y luego, si puedo, voy a explicarlo. 


El tema de los valores y de la base sobre la que se ejecuta tiene que ver con la buena gestión que haga el 
Banco en el control de sus clientes. Si prestamos el 70% o el 80% del valor real de tasación ya tenemos un 
piso del 20% que está a resguardo, y si controlamos como debemos, como está establecido en la Carta 
Orgánica, en 60 o 90 días, el régimen que debe haber, un deudor no podría superar los 6, u 8 meses de atraso. 
Entonces, aunque fuera un deudor nuevo, ya amortizó un 20%. Quiere decir que la hipótesis de que la deuda 
supere el valor del inmueble se puede dar solo como consecuencia de una mala gestión, a menos que los 
tasadores estén tasando mal los inmuebles. 


Con respecto al rol del Banco, pretendemos que sea de carácter social, y en el proyecto que nos entregaron se 
habla en esos términos. Lo que ocurre es que a veces se genera una confusión al decir, por un lado, que el 
Banco debe cumplir un rol social y, por otro, que no pague nadie. No se puede cumplir con las dos cosas; 
cumplir con el rol social implica también exigir que paguen a quienes dimos créditos. El rol social no es solo 
para los deudores actuales, ya que de esta manera estaríamos desprotegiendo a los que están esperando el 
crédito. Entonces, el rol social hay que tomarlo en conjunto. Creo que nadie puede discrepar con que el 
Banco recupere su crédito, porque si no, ¿cómo hace para prestar a los que están esperando? Nosotros no 
estamos de acuerdo con dejar deudores contumaces que luego se transforman en un problema porque no les 
podemos cobrar, ya que tampoco están en condiciones de pagar. 


También aquí se ha hecho una consulta con respecto a la naturaleza jurídica, por parte de un señor Diputado. 
En ese sentido, creo que jurídicamente la injerencia del Ministerio -no lo creo yo, puesto que hemos 
estudiado estos temas de inconstitucionalidad- es inconstitucional. Pero más allá de lo inconstitucional - 
olvidémonos de ese tema jurídico-, creemos que desde el punto de vista conceptual, si el objetivo de esto fue 
separar las entidades y que cada una de ellas tuviera una función típica, y hoy nos encontramos con que hay 
una que concentra las mismas que tenía el Banco y otra que, a su vez -que es el Ministerio-, incide sobre la 
Agencia, nos parece que está desnaturalizado el objetivo que estuvo en el espíritu de su creación. Creemos 
que deberían ser independientes, más allá de lo constitucional o no, y de que esto puede admitir más de una 
interpretación. 


El señor Diputado Borsari Brenna decía que de acuerdo con las cuentas que había hecho, de US$ 18:000.000, 
el Banco estaría otorgando cuatro préstamos. En cambio a mí me da tres en vez de cuatro. Por esa razón 
nosotros aspiramos a que esto cambie una vez que el Banco empiece a prestar y los deudores empiecen a 
depositar, aunque todos sabemos que a pesar de que el Banco no ha prestado, en los últimos tiempos ha 
incrementado sus depósitos en forma muy importante, como puede afirmar la compañera que trabaja en la 
parte de ahorros. Sin embargo, nos parece que con esto no alcanza. Este es un piso que está marcado en el 
proyecto -no es el techo-, pero nos parece que requiere de un apoyo importante para incentivar el ahorro de 
forma tal de poder salir a prestar. De todos modos, creemos que este monto es bastante insuficiente. Hicimos 
esta consulta a la gente del Ministerio de Economía y Finanzas en una reunión y nos dijeron que no 
garantizaban determinada viabilidad del Banco más allá de cuatro años. Esto es lo que nos preocupa porque 
el Banco tiene muy pocas competencias, y muchas pasaron a la Agencia. Nos parece que este monto es un 
principio que se asegura; es un piso. Tal como decía el señor Márquez, nos parece que esto requiere de alguna 
estrategia de apoyo financiero o de algún instrumento -que no sabemos cuál es-, que el Gobierno tiene, y 
esperamos conocerlo. 


En principio se decía: "¿Para qué queremos un Banco con esto?" Pero creo que el planteo no debería ser ese 
sino que se debería analizar cómo se puede fortalecer el Banco para dar una herramienta que sea útil a la 
sociedad. 


El compañero do Nacimento se va a referir a las retenciones. 


SEÑOR DO NACIMENTO.- El señor Diputado Borsari Brenna hizo una pregunta con respecto al 
orden de prioridad y a la razón de este artículo. 


Él fue Director del Banco y sabe que todos los Directorios que pasaron por el Banco siempre han estado 
preocupados por la morosidad. Como sabemos, se hizo la famosa ley de refundación del Banco, por la que se 
le cambia el orden de prioridad; creo que hoy está en el cuarto lugar y desde ese momento no ha sufrido 
modificaciones. Actualmente, tenemos la obligación de retener la cuota del crédito otorgado, pero la 
reglamentación de esa ley establece que si el deudor no firma y autoriza dicha retención, no se puede 
efectuar. Después de que el crédito está otorgado, es muy difícil convencer a un deudor que no ha pagado 
desde los años noventa, para que autorice la retención de la cuota de su salario o de su pasividad. Es más: si 
hoy se otorga un crédito y ese nuevo deudor no autoriza la retención, esta no se puede hacer. 


Entonces, en el Banco hemos visto que una de las formas que tenemos para bajar la morosidad es poder 
retener de los salarios la cuota que corresponda por el crédito otorgado. Nos parece que este sería un 
instrumento que se puede utilizar. 


Por otra parte, muchas veces las empresas tampoco tienen la voluntad de retener la cuota que le envía el 
Banco Hipotecario. Actualmente tenemos que hablar con las empresas para tratar de convencerlas de que 
cumplan con los artículos de esta ley a fin de que hagan la retención correspondiente. Nos parece que este es 
un instrumento importante a fin de que el Banco pueda lograr la retención de la cuota. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La última aclaración que se hizo me parece muy importante. 
Precisamente, la pregunta que iba a formular era si los funcionarios del Banco consideraban a este 
como un instrumento idóneo para alcanzar el fin que siempre preocupa al Banco Hipotecario, que es 
bajar la morosidad. Por lo tanto, muchas gracias por la respuesta. 


A continuación quisiera hacer un par de reflexiones. 


Creo que el Banco Hipotecario muchas veces ha sido demonizado. En el año 2002, cuando cayó toda la 
banca, oficial y privada -porque cayó toda la banca, tanto oficial como privada; vamos a no engañarnos- se 
echó la culpa de muchas cosas al Banco Hipotecario; a una especie de agujero negro que era el Banco 
Hipotecario. Pero si no hubiera habido asistencia, si no hubiera habido la reprogramación de depósitos, se 
habrían fundido todos los bancos, empezando por el Banco República. Me resisto a ese concepto de que el 
Banco Hipotecario es el culpable de todos los males que tiene el sistema bancario o el sistema financiero en 
nuestro país. Además, me parece que desde el Parlamento se ha contribuido en forma reiterada -no hablo de 
ningún partido en particular, sino de todos-, a lo largo de los años, con esa situación en la que estuvo o está el 
Banco Hipotecario. Aquí siempre hubo proyectos de ley de refinanciación, tal como se decía hace un rato; 
siempre, y de todos los partidos, del Frente Amplio, de los blancos y de los colorados. Los proyectos de ley 
nunca dijeron: "Bueno, vamos a refinanciar por US$ 10:000.000. Ese es el costo y aquí está el dinero, o el 
activo que lo va a sustituir, y va a reperfilar al Banco". Nunca se hizo. 


Recuerdo que en la última ley de refinanciación que se pretendió aprobar, lo que hizo el Banco República fue 
decir: "Sí, es posible refinanciar, y el costo es este. Si nos lo dan, estamos dispuestos, si no, no". En cambio al 
Banco, desde el Parlamento se le imponía y se decía: "Bueno, en vez de a veinte, vamos a treinta años". ¿Y 
quién paga eso? No hay institución financiera gobernada por el Frente Amplio, por los funcionarios, por los 
blancos o por los colorados que resista eso; no existe. Eso de demonizar al Banco, de que ha sido un agujero 
negro, no me suena bien. ¿Malas administraciones? Sí. A mí no me lo van a decir, porque yo acá volteé a un 
Presidente del Banco Hipotecario. Fui el único, y no lo estoy diciendo para lucirme, porque acá no hay 
prensa. Entonces, de mala administración a mí no me van a hablar. Cuando hubo mala administración, lo 
demostramos, así como también cuando fue deshonesta. 


También hubo buenas administraciones. Aquí hay funcionarios; no tienen por qué compartir todo, pero entre 
los años 1990 y 1995 el Banco se saneó, restituyó todas las líneas de crédito. Quiere decir que se puede 
administrar bien un banco de este tipo; se puede, si hay el rigor necesario. 


Dejo estas expresiones a modo de reflexión. Ojalá que sea como se ha dicho y que el Banco Hipotecario vaya 
teniendo flujo de dinero suficiente para volver a actuar de manera que los créditos puedan ser devueltos y así 
las generaciones se puedan seguir beneficiando con un instrumento -yo lo dije acá cuando vino el Ministerio 
hace unos días- insustituible como es el Banco Hipotecario. Hay cientos de miles de familias en nuestro país 
que tuvieron y tienen su vivienda por el Banco Hipotecario. Lamentablemente, desde la prensa y desde 
distintos ángulos -no estoy aludiendo a nadie que esté presente- se ha querido bombardear al Banco 
Hipotecario del Uruguay, cuando durante más de un siglo ha sido un instrumento fenomenal para dar 
vivienda a muchísimos de nuestros compatriotas. 


SEÑOR BERNINI.- En algunos aspectos coincidimos con el señor Diputado Borsari Brenna, pero 
sobre todo con respecto a sus últimas palabras todos tenemos opinión formada y no es este el ámbito 
como para debatir sobre ese tema. 


Mi intención de hablar surgió a partir de las últimas intervenciones. Es cierto que por ley se aprobaron 
refinanciaciones para el Banco Hipotecario, pero vale la pena reivindicar -para que conste en la versión 
taquigráfica- que hubo actores que denunciaron que eso era malo y uno de ellos fue la Asociación de 
Empleados Bancarios del Uruguay, a contrapelo de las casi unanimidades que había en aquel momento. Vale 
la pena destacar la alerta que se hacía en aquel momento y -esto corre por mi cuenta sin querer entrar en una 


polémica- si hubiera que ubicar un paradigma de mala gestión, de lo que no se tiene que hacer, para mí fue la 
del Banco Hipotecario en los últimos años. De todas maneras, ya con esas leyes se venía cuestionando la 
viabilidad del Banco, por lo menos en los términos en que estaba planteada. Cuando se creó el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente también se planteó que habría superposición de 
funciones y que se iba a generar lo que finalmente la historia demostró. 


Para cerrar y a modo de consideración política, quiero decir que una de las cosas que más me preocupaba, a 
la inversa de lo que plantea el sindicato, era el grado de autonomía de la Agencia Nacional de Vivienda. Para 
nosotros no era malo que hubiera un control político del Ministerio para evitar lo que pasó con el Banco, que 
concentraba tanto poder que generó lo que generó. Por el contrario, si hay un banco de crédito hipotecario, un 
ministerio de vivienda que define políticas y una agencia nacional de vivienda que ejecuta, planifica, etcétera, 
existe un equilibrio que no hubo antes, que obviamente puede ser ajustado con el tiempo. 


Quiero destacar una cosa más. Hay dos artículos de la Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario que se 
derogaron y que son los que permiten ver al Banco Hipotecario en el futuro. Uno es el relativo al techo que 
tenía para los créditos y otro a la cancelación de las obligaciones a plazo fijo. O sea que el Banco se cerró a 
plazo fijo en esa Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario. Eso se derogó. Acá queda demostrado que 
hay una voluntad política clara de este Gobierno en cuanto a que el Banco Hipotecario siga siendo una 
herramienta estratégica en materia de políticas de vivienda y tenga un rol para cumplir, y crea nuevas 
herramientas que -como bien decía el señor Márquez- no son buenas ni malas. Me preocupa tanto esta ley 
como el gerenciamiento que va a tener la Agencia Nacional de Vivienda y el gerenciamiento que debe tener 
el Banco Hipotecario con su respectivo plan de negocios, etcétera. Hay cosas que no van a estar en la ley, que 
son consideraciones que comparto -sobre todo las últimas- respecto del plan de negocios, del gerenciamiento, 
etcétera. Cada uno va a cumplir el rol desde donde le toque. Tengo la absoluta confianza de que los 
trabajadores bancarios lo van a hacer y el Parlamento también tratará de llevarlo a cabo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de AEBU. 


Se levanta la reunión. 


INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO DEL BHU 


INTRODUCCION 


La Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay (AEBU) continúa manifestando su firme disposición a 

continuar en la búsqueda de los caminos que permitan alcanzar el rediseño del Sistema Público Nacional de 

Vivienda, con el objetivo de mejorar las condiciones de vida del conjunto de nuestra sociedad y de satisfacer 
las demandas desde el punto de vista habitacional de nuestra población. 


Como organización sindical hemos realizado múltiples propuestas en conjunto con otras organizaciones 
sociales, sindicales y empresariales involucradas en la temática, donde se han delineado alternativas claras 
con fundamento técnico y basadas en guarismos de la realidad que se han plasmado en las propuestas del 
"Plan de la COSOCO". De idéntica forma hemos efectuado diversos aportes a través de nuestra 
representación en el Grupo Asesor de Vivienda (GAV) convocado por la Dirección Nacional de Vivienda 
para la elaboración del Plan Quinquenal 2005-2009 y la implementación de Reglamentos sobre Subsidios, 
Préstamos, Productos y Postulaciones. 


En este sentido podemos establecer que en líneas generales se comparte el diagnóstico de situación sobre la 
crisis estructural del sistema habitacional contenido en el Plan Quinquenal, pero queda de manifiesto en los 
diferentes documentos elaborados hasta la fecha, que las discrepancias con los representantes 
gubernamentales radican no en los objetivos planteados, sino en las medios propuestos para alcanzarlos. 


En opinión de este sindicato el rediseño del Sistema Nacional de Vivienda se debe sustentar en el rol del 
Estado como regulador de las disparidades y asimetrías que se han dado en nuestra sociedad por la aplicación 
de políticas neoliberales. 


El sistema aludido en materia de vivienda se debe basar en tres pilares constituidos por entidades que siendo 
independientes actúen coordinadamente: una de ellas que planifique y evalúe, otra que administre y financie 
y la restante que ejecute el plan quinquenal. Se identifica en el cumplimiento de esos roles respectivamente al 
Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al Banco Hipotecario del Uruguay y a la 
Agencia Nacional de Vivienda (organismo que el Gobierno proyecta su creación) 


En este sentido, corresponde señalar que se comparte el análisis que conlleva a la creación de un organismo 
autónomo que se encargue de la ejecución de los planes de vivienda, el cual naturalmente debería contar con 
la independencia técnica y jerárquica que permita dotar a su gestión de la más absoluta transparencia. 


Desde el inicio de un extenso proceso de negociación con las actuales autoridades gubernamentales, hemos 
participado en diversos ámbitos de discusión admitiendo la flexibilización de alguna de nuestras posturas, en 
aras de contribuir al rediseño del Sistema Público de Vivienda. 


En esas instancias, donde entre otros aspectos se planteaba como única alternativa de capitalización del BHU 
la transferencia de parte de patrimonio del Banco, los representantes del gobierno plantearon la necesidad de 
que esta nueva entidad asumiera también la gestión de la cartera problemática proveniente del BHU, labor 
típicamente del sistema financiero. Esta idea fue aceptada por el sindicato exclusivamente en el marco de un 
proceso de negociación, pero como organización bregó permanentemente para que este organismo fuera una 
entidad estatal que actuara en la órbita del derecho público, planteo que no sin resistencias definitivamente 
fue aceptado por los interlocutores del Poder Ejecutivo. 


Como corolario del intercambio, con fecha 03.07.06 arribamos a la firma de un Acta de Acuerdo que 
básicamente estableció el trabajo coordinado para la reestructura del BHU, la creación del nuevo organismo 
con las condiciones reclamadas por AEBU y estableció un marco de referencia para el futuro de los 
trabajadores del Banco. Desde el ámbito sindical consideramos que allí concluía una fase del proceso, 
restando para el caso de los aspectos recogidos en el acuerdo, únicamente su implementación; pero estando 
pendiente sí la discusión de definiciones generales acerca del Sistema Nacional de Vivienda que trascendían 
obviamente lo convenido. 


En los últimos meses, representantes del Poder Ejecutivo se abocaron a la formulación de un Proyecto de 
Ley, el cual de acuerdo a lo manifestado se aspiraba a presentar con el acuerdo de AEBU, y en función de 
ello se ha transitado por una etapa de intercambio de borradores que lamentablemente no dio los resultados 
que nosotros esperábamos. 


CONSIDERACIONES GENERALES (PROYECTO DE LEY) 


Consideramos que tal como se encuentra formulado el Proyecto de Ley no se respeta la autonomía necesaria 
sobre la que se debe organizarse el sistema nacional de vivienda. Deberían necesariamente existir organismos 
independientes entre sí destinados a la planificación y evaluación (MVOTMA), la ejecución del plan de 
vivienda y gestión de cartera morosa proveniente del BHU (ANV) y la administración y financiamiento del 
sistema (BHU). 


En particular creemos inadecuada la marcada injerencia que tiene el organismo político (MVOTMA) sobre el 
organismo ejecutor (ANV) y la concentración de funciones que este último posee, absolutamente desmedida 
para su carácter de organismo ejecutor. En este sentido, estimamos que el desarrollo de funciones que 
resultan incompatibles que otrora se cuestionaba al BHU se transfieren ahora a la ANV. 


Se plantea un BHU reducido a su mínima expresión, que únicamente asumiría como negocio el otorgar 
préstamos hipotecarios con destino a vivienda, y cuyas fuentes de financiamiento resultan absolutamente 
insuficientes. En los propios ámbitos de negociación representantes del Gobierno frente a la consulta 
efectuada, expresaron no estar en condiciones de asegurar la viabilidad de la Institución más allá de algunos 
años. En este sentido, creemos que la concentración de funciones que se otorga a la Agencia Nacional de 
Vivienda, en claro detrimento de la operativa del BHU, pone en riesgo a mediano plazo la propia existencia 
del Banco. Es claro que la nueva institucionalidad asuma actividades de carácter financiero que consideramos 
deberían ser competencia exclusiva del BHU. 


Con el nuevo marco normativo que se pretende asignar al BHU, no cumpliría rol alguno en el sistema de 
vivienda, ni siquiera como organismo financiero del mismo, sino que pasa a ser un Banco más, destinado a 


competir con la Banca extranjera que se ha relanzado con mayor presencia al mercado del crédito 
hipotecario. Inclusive con las sorpresivas declaraciones en los últimos días del Presidente Banco de la 
República Oriental del Uruguay, anunciando líneas de crédito con destino a vivienda, que lejos de consolidar 
la complementación de funciones entre Instituciones Financieras del Estado, plantea también una 
competencia entre ellas. 


Precisamente en la necesidad de captar inversión de terceros para el fortalecimiento del mercado del crédito 
hipotecario, creemos que debería estudiarse la posibilidad de que el BHU articulara con otros organismos 
estatales la colocación de recursos genuinos del propio Estado, sin la necesidad de recurrir como se ha 
planteado a agentes privados externos. 


AEBU sigue afiliada a la tesis de que el BHU "es el órgano central del sistema financiero de vivienda" y de 
acuerdo a lo establecido por la Ley de Vivienda tendrá entre otros cometidos "administrar el Fondo Nacional 
de Vivienda y Urbanización" de acuerdo a las directivas del MVOTMA, organismo que a partir de la 
aprobación de la última Ley de Presupuesto tiene la titularidad y disposición de los recursos que lo 
constituyen. 


Se entiende que en el marco del desarrollo hacia un "país productivo", es saludable pensar en la generación 
de políticas que generen la cultura del ahorro. Se debe considerar que a pesar de la crisis por la que atraviesa 
el BHU, como institución estatal con profusa historia en el área de la vivienda, sigue recibiendo aún hoy 
ahorro con destino a vivienda. A nuestro juicio, el BHU como organismo financiero del Sistema Nacional de 
Vivienda deber ser quien estimule y capte dicho ahorro y por otra parte debe ser el vehículo exclusivo de la 
implementación de las operaciones el MVTOMA, particularmente en el otorgamiento de subsidios en la 
materla. 


En este sentido, también deben señalarse que en un primer documento entregado al Sindicato por los 
representantes del Gobierno donde se planteaban lineamientos generales para la futura acción relativa al 
BHU se proponían entre otras cosas por ejemplo la introducción de instrumentos que permitan reducir las 
imperfecciones del mercado hipotecario, Sistema de Garantías y Seguros Hipotecarios y la creación de 
mecanismos e instrumentos que faciliten el fondeo de la actividad hipotecaria en el mercado de capitales 
(letras hipotecarias, bonos, etc). 


Desde nuestra óptica, el futuro del BHU debería estar pautado por dos líneas de acción bien definidas, una 
con marcado perfil social a través de la actuación coordinada con el MVTOMA y la ANV y otra de carácter 
más comercial inserta en el mercado financiero de la vivienda. 


Estimamos de especial importancia señalar que se pretende extender el mecanismo de Ejecución extrajudicial 
a la Banca Privada, quitándole un régimen de ejecución especial al BHU, que lejos de potenciarlo lo debilita 
en beneficio de capitales extranjeros, que contarán con idénticas herramientas para la recuperación de los 
inmuebles que garanticen sus préstamos. Corresponde precisar que el BHU ha contado con este régimen 
especial hasta el momento, pero ha hecho uso de esta herramienta con especial cuidado, teniendo presente el 
rol social que como Institución Estatal tiene asignado. Todo hace pensar que el carácter naturalmente 
lucrativo de los Bancos Privados, implicaría una utilización totalmente distinta de un procedimiento de 
ejecución de garantías hipotecarias. De producirse situaciones con evidente costo social, el Estado no estaría 
en condiciones de atenderlas, entre otras razones porque las proyecciones de construcción de vivienda se 
ubican en el entorno de las 12.000 viviendas para el quinquenio, cuando el déficit habitacional se estima en 
60.000 para el mismo período. 


El Proyecto de Ley presentado al Poder Legislativo contiene tres capítulos a saber: reforma de la Carta 
Orgánica del BHU, creación de la Agencia Nacional de Vivienda y formulación de un nuevo de régimen de 
ejecución de garantías hipotecarias. 


En Anexo N* I que se adjunta, se detallan las sugerencias o modificaciones propuestas oportunamente por el 
sindicato al texto del proyecto en sus Capítulos 1 y ll (que en su gran mayoría no fueron incorporadas al 
proyecto definitivo), se explicitan seguidamente los fundamentos que sustentan las variantes planteadas y se 
efectúan en algunos casos comentarios con carácter general respecto al articulado. En relación con el capítulo 
III "Ejecución Judicial Simplificada de Crédito Hipotecario para Vivienda", como Anexo N” 2 se incluye un 
trabajo específico realizado por compañeros con especialidad en la materia que establece nuestra visión 
sumamente crítica del nuevo procedimiento proyectado. 


ANEXO N” 1 
ANÁLISIS PARTICULAR DEL PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 


MODIFICACIONES REFERIDAS AL BANCO 
HIPOTECARIO DEL URUGUAY 


En primer término corresponde señalar que se comparten casi en su totalidad las modificaciones propuestas a 
la Carta Orgánica del BHU, en la redacción dada por la Ley N* 17.596, que acotaba severamente el accionar 
de la Institución, las que básicamente se detallan a continuación: 


e La definición de la actividad principal del BHU: conceder créditos hipotecarios a personas físicas con 
destino a la adquisición, refacción y construcción de viviendas. La adjudicación de créditos 
hipotecarios a personas jurídicas se asignará sobre la base de operaciones específicamente 
estructuradas a efectos de acotar su riesgo crediticio. 


e La eliminación de los topes de crédito que el BHU pude conceder en función de criterios establecidos 
por los artículos 3% y 9% de la Ley_17.596. 


e La derogación del mandato de cancelación de la obligaciones que el BHU pudiera asumir por la 
emisión de títulos, bonos de crédito, obligaciones o valores transferibles, antes de los 15 años contados 
desde la promulgación de la Ley (artículos 6* y 16%) 


Texto original: 

Artículo 2” (Base del remate).- Para el remate previsto en los artículos 80 y 81 de la Carta Orgánica del 
Banco Hipotecario del Uruguay la base será el equivalente al setenta y cinco por ciento del valor catastral del 
inmueble. Para el caso del remate previsto en el artículo 82 de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del 
Uruguay, podrá el Banco disponer que la venta se haga por hasta la mitad del valor de tasación catastral. 


Texto propuesto: 


Artículo 2” (Base del remate).- Para el remate previsto en los artículos 80 y 81 de la Carta Orgánica del 
Banco Hipotecario del Uruguay la base será el menor valor resultante de comparar la deuda con sus acrecidas 
con el valor de tasación — que determinará la A.N.V. — a esos efectos. Para el caso del remate previsto en el 
artículo 82 de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay, podrá el Banco disponer que la base de 
la subasta pueda ser rebajada hasta en un 50% respecto de la base el primer remate. 

Los valores catastrales no tienen vinculación con los valores comerciales de los inmuebles, el Banco en su 


pretensión de recuperar el crédito debe establecer como base un monto razonable que tenga relación con los 
valores que se pagan en las subastas. 


CAPITULO Il 
DE LA AGENCIA NACIONAL DE VIVIENDA 
Sección I 
Naturaleza, fines y competencia 


Texto original: 


Artículo 9” (Características generales) —Créase la Agencia Nacional de Vivienda como servicio 
descentralizado, con los fines, cometidos y atribuciones que especifica esta ley. 


A todos los efectos legales y procesales, se domiciliará en Montevideo, pudiendo establecer sucursales 
permanentes o transitorias en cualquier otro punto del País. 


En su actuación podrá identificarse también con la sigla "ANV", en la presente ley se menciona como "la 
Agencia". 


Texto propuesto: 


Artículo 9” (Características generales) Créase la Agencia Nacional de Vivienda como servicio 
descentralizado, con los fines, cometidos y atribuciones que especifica esta ley. 


A todos los efectos legales y procesales, se domiciliará en Montevideo, pudiendo establecer sucursales en 
cualquier otro punto del País. 


En su actuación podrá identificarse también con la sigla "ANV", en la presente ley se menciona como "la 
Agencia". 


Aquí se mezclan dos aspectos totalmente diferentes como son constitución de domicilio en Montevideo a los 
efectos legales y procesales y el establecimiento de sucursales (permanentes o transitorias) para desarrollar 
sus funciones 


En el entendido que ya existe una red de Sucursales del BHU en todo el país, creemos innecesario la creación 
de nuevas sedes para la ANV, pudiendo ésta funcionar dentro de las mismas Sucursales, como ya lo hace el 
MVOTMA en el interior del país. Y en las localidades que no existen Sucursales del BHU, se pueden 
constituir las mismas, en el marco de la complementación de funciones en las Sucursales del BROUÚ. 


Texto original: 
Artículo 12 (Atribuciones).- Para el cumplimiento de sus cometidos, la Agencia podrá: 


... €) convenir con entidades del gobierno Central o de los gobiernos departamentales, u otras entidades 
públicas, empresas privadas, o entidades de la sociedad civil, la ejecución de obras y programas en el campo 
de sus cometidos, con la aprobación previa del MVOTMA. 


Texto propuesto: 
Artículo 12 (Atribuciones).- Para el cumplimiento de sus cometidos, la Agencia podrá: 


... €) convenir con entidades del gobierno Central o de los gobiernos departamentales, u otras entidades 
públicas, empresas privadas, o entidades de la sociedad civil, la ejecución de obras y programas en el campo 
de sus cometidos. 


Se entiende que con la redacción original, el MVOTMA estaría teniendo injerencia en un organismo 
descentralizado del Estado, cuando precisamente se refiere a su competencia expresa. 


La figura de un órgano descentralizado conlleva necesariamente un grado de autonomía y/o independencia 
jerárquica que con la redacción dada por el Poder Ejecutivo evidencia una desnaturalización de la propia 
naturaleza jurídica del Ente. En definitiva, se crea una nueva entidad como organismo descentralizado pero 
en los hechos se trata de un órgano desconcentrado del propio MVOTMA, lo que contradice la 
fundamentación de su creación. 


En la enumeración de atribuciones de la Agencia es notoria la concentración de funciones de este nuevo 
organismo en detrimento de las funciones con las que queda el Banco. 


Queda claro que la incompatibilidad de funciones que se cuestionaba con acierto al BHU ahora se transfiere 
plenamente a la Agencia Nacional de Vivienda; se le faculta a administrar y ejecutar el plan quinquenal de 
vivienda. 


Un número importante de las funciones que se atribuyen ahora a la ANV son típicamente financieras y por 
tanto consideramos que su ejecución debería permanecer en la órbita del BHU, Institución que por otra parte 


posee la especialización en el negocio proveniente de años de experiencia en la materia. (Literales e), f) y g) 
del artículo 12”) 


Una adecuada racionalización de los recursos ya existentes, estaría indicando el aprovechamiento de la 
estructura y conocimientos específicos ya existentes, en caso contrario nos encontraríamos ante una 
duplicación de costos y de funciones notoriamente perjudicial para las arcas del Estado. 


Sección II 

Dirección y administración 
Texto original: 
Artículo 21 (Dirección y administración 
La dirección y administración de la Agencia, estará a cargo de un Directorio compuesto de tres miembros 
rentados, designados por el Poder Ejecutivo, con arreglo al artículo 187 de la Constitución. En la misma 
oportunidad, el Poder Ejecutivo designará al Presidente y al Vicepresidente. 
El Ministro de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, o quien éste designase en su 
representación, el Director General de Secretaría y los directores nacionales del Ministerio, podrán participar 
con voz y sin voto en todas las sesiones del Directorio 
Texto propuesto: 
Artículo 21 (Dirección y administración) 
La dirección y administración de la Agencia estará a cargo de un Directorio compuesto de tres miembros 
rentados designados por el Poder Ejecutivo con arreglo al art. 187 de la Constitución. En la misma 
oportunidad designará al Presidente y al Vicepresidente. 
Se propone la eliminación de la segunda parte del artículo en el entendido de que no se justifica la presencia 
del MVOTMA en las sesiones del Directorio de la ANV, ya que por tratarse de un servicio descentralizado 


nos encontraríamos frente a una clara limitación de su autonomía, aspecto que por otra parte podría 
configurar una inconstitucionalidad. 


Texto original: 
Artículo 23 (Competencia del Directorio).- Corresponde al Directorio: 


... 1) Designar directamente al Gerente General, los Secretarios y los Asesores Técnicos del Directorio, así 
como proceder a su cese, por resolución fundada, adoptada por mayoría de sus miembros; 


Texto propuesto: 
Artículo 23 (Competencia del Directorio).- Corresponde al Directorio: 


... I) Designar o contratar directamente a los Secretarios, Asesores Técnicos de Directorio y en general a los 
integrantes de Secretaría, así como proceder a su desvinculación con el Organismo. El número máximo de 
integrantes de una Secretaría será de cinco miembros, incluidos Asesores Técnicos, Secretarios externos y 
funcionarios de carrera de la propia institución. 


Los Secretarios y Asesores Técnicos externos no podrán permanecer vinculados a la Institución más allá del 
mandato del Directorio que propuso su designación. 


Se entiende que el cargo de Gerente General corresponde al vértice de la administración y debe ostentar 
independencia política, por lo cual debería ser llenado por concurso entre los funcionarios del organismo, 
único mecanismo previsto por otra parte por la Ley N” 16.127. 


La contratación o designación de secretarios, asesores, etc, no debe implicar su presupuestación en el 
organismo y deben existir algunas limitaciones y controles que garanticen su desvinculación al culminar el 
período de vigencia del Director de turno. La redacción en cuanto al lapso en que podrán permanecer 
vinculados a la Institución se corresponde con lo acordado oportunamente con AEBU en el año 1994 en la 
Comisión de Legislación del Trabajo) 


Sección IV 
Del personal 


Texto original: 


Art 28 (Derechos y garantías de los funcionarios provenientes del BHU): Los funcionarios incorporados por 
esta vía, continuarán gozando de la calidad de funcionarios de la banca oficial, la afiliación a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias, se regirán por los términos de los convenios colectivos que regulen las 
relaciones laborales en la Banca Oficial, y gozarán de los derechos, beneficios, garantías y obligaciones que 
establezca el Estatuto del Funcionario del Banco Hipotecario, hasta tanto se apruebe el Estatuto del 
Funcionario de la Agencia. 


Texto propuesto: 


Art 28 (Derechos y garantías de los funcionarios provenientes del BHU): Los funcionarios incorporados por 
esta vía, continuarán gozando de la calidad de funcionarios de la banca oficial, la afiliación a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias, se regirán por los términos de los convenios colectivos que regulen las 
relaciones laborales en la Banca Oficial. 


Independientemente del destino que tengan dichos funcionarios gozarán de todos los derechos, beneficios y 
garantías, que poseen como actualmente como dependientes del Banco. Se establece que la necesaria 
adecuación a las normas estatutarias vigentes en los organismos de destino, no implicará en ningún caso 
lesión de los derechos adquiridos. 


Como sindicato propugnamos el mantenimiento de las remuneraciones de toda naturaleza que perciben los 
funcionarios del BHU, procurando más allá del destino que tengan los trabajadores, garantizar que no se 
produzca una lesión de derechos adquiridos. 


Artículo 29 (Selección).- De los funcionarios incorporados, la Agencia procederá a la selección de aquéllos 
necesarios para el cumplimiento de sus cometidos. Asimismo, la Agencia podrá establecer uno o más 
escalafones especiales para la mejor gestión de las diversas situaciones que se generen por ello. 


Se propuso la eliminación del precedente artículo en el entendido de que generaría diferenciación entre los 
funcionarios que pasarían a desempeñarse en la ANV, lo cual por otra parte podría implicar lesión de la 
carrera administrativa de los funcionarios. 

Es importante señalar que efectuadas consultas por varios organismos a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, ésta se ha expedido siempre declarando la ilegalidad de la creación de "escalafones paralelos" en la 
administración pública. 


Texto original: 


Artículo 31 (Pases en comisión).- Los pases en comisión referidos a funcionarios no seleccionados se 
regularán por el régimen general, excepto en cuanto no les serán aplicables: 


a) el límite máximo de funcionarios en comisión simultáneamente; 


b) la antigiiedad mínima del funcionario; 


c) la caducidad del pase en comisión 


Texto propuesto: 


Artículo 31 (Pases en comisión).- Los pases en comisión se regularán por el régimen general excepto en 
cuanto: 


a) requerirán en todos los casos consentimiento expreso del funcionario para el inicio de la comisión y 
sucesivas prórrogas; 


b) no les será aplicable el límite máximo de funcionarios en comisión simultáneamente, la antigúedad 
mínima, ni la caducidad del pase en comisión. 


Se entiende que el Proyecto de Ley desnaturaliza la figura del pase en comisión, disponiendo que la 
inexistencia de un límite máximo en el número de funcionarios en comisión y que no tiene plazo de 
caducidad, lo que implica que puede ser hasta la jubilación del funcionario. Si bien seguirían formalmente 
perteneciendo a la plantilla funcional de la ANV, podrían trabajar en comisión en cualquier otro organismo 
"por tiempo indeterminado". 


En primer término se debe señalar que el acuerdo al que se arribó no previó, en modo alguno, la posibilidad 
de otros destinos- salvo por acuerdo de partes- que no fueran la Banca Oficial o la Agencia, ni siquiera estuvo 
planteado verbalmente en los numerosos ámbitos de intercambio que mantuvimos con el Gobierno. Por tanto, 
facultar a enviar en comisión al funcionario a cualquier otro organismo, sin su consentimiento, implica un 
claro incumplimiento de lo acordado oportunamente. 


Por esta razón nosotros seguimos sosteniendo que este procedimiento sólo podría utilizarse con el aval del 
funcionario. 


La única posibilidad de aceptar otros destinos recogida expresamente en el literal c) del art. 3 del Acta de 
fecha 03.07.06, requiere acuerdo de partes. Evidentemente esta redacción se estableció a fin de no cercenar la 
posibilidad de que funcionarios voluntariamente pudieran pasar a desempeñarse efectivamente en otros 
organismos del Estado 


Texto original: 


Artículo 32 (Redistribución en Banca Pública).- La Agencia queda facultada para acordar un programa de 
redistribución de los funcionarios provenientes del BHU no seleccionados, con el Banco de la República 
Oriental del Uruguay, el Banco Central del Uruguay y el Banco de Seguros del Estado, pudiendo incluir en el 
futuro, al propio Banco Hipotecario del Uruguay. En el futuro, ante el requerimiento de nuevo personal el 
Directorio del BHU deberá consultar a la Agencia si existen funcionarios, dentro de los no seleccionados de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 29, con los perfiles requeridos para ser reincorporados a la plantilla del 
BHU. 


Texto propuesto: 


Artículo 32 (Redistribución en Banca Pública).- La Agencia deberá confeccionar dentro del plazo de 120 días 
a partir de su creación, la nómina de los funcionarios a ser redistribuidos a los siguientes organismos: el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, el Banco Central del Uruguay y el Banco de Seguros del 
Estado. Los referidos funcionarios deberán ser incorporados a los nuevos organismos en un plazo máximo de 
60 día a contar de la confección y comunicación de dicha nómina a los referidos Bancos. 


En el futuro, ante el requerimiento de nuevo personal, el Directorio del BHU deberá consultar a la Agencia si 
existen funcionarios, con los perfiles requeridos para ser reincorporados a la plantilla del BHU. 


En primer término, es pertinente destacar que el Convenio Colectivo vigente del Sector Banca Oficial de 
AEBU establece que en la eventualidad de existir redistribución de los funcionarios, ésta deberá efectuarse 
exclusivamente dentro de los Bancos del Estado. No obstante contar con dicha garantía, hemos aceptado 
apartarnos del Convenio en aras de una solución que pueda viabilizarse. 


En segundo lugar, se deja constancia que en el acuerdo suscrito con fecha 03.07.06 en lo que respecta al 
destino de los funcionarios del BHU aparte del propio Banco, se establecieron de forma taxativa: la Agencia 
Nacional de Vivienda, la Banca Oficial, y otros que pudieran convenirse por acuerdo de partes. 


En oportunidad de concurrir a las distintas reuniones de la Comisión Interinstitucional se le planteó a AEBU 
la posibilidad de, en primera instancia y a efectos de disminuir los costos operativos del Banco rápidamente, 
la Agencia incorporara a todos los funcionarios que no permanecieran en la plantilla del BHU y desde la 
Agencia cumplir con la redistribución a los Bancos Oficiales tal como está acordado. 


Sin embargo, el proyecto de Ley lo que establece es la "facultad" de la Agencia de redistribuir a los bancos 
oficiales previo acuerdo, cuando lamentablemente en un sentido totalmente contrario, contamos con diversas 
declaraciones de integrantes de los Directorios del BROU y del BSE que han dejado en claro que no están 
dispuestos a incorporar funcionarios provenientes del BHU. Cabe destacar que ante los reclamos insistentes 
desde el sindicato, se nos hizo llegar un cronograma de ingreso de personal a dichas Instituciones Bancarias 
que en ningún momento prevé entre sus incorporaciones a funcionarios del BHU. 


Texto original: 


Artículo 33 (Del personal que ingrese en el futuro).- El ingreso de nuevo personal se hará siempre por la 
última categoría del escalafón correspondiente y por el régimen del concurso, con las únicas excepciones de 
los cargos de Gerente General, Secretarios y Asesores Técnicos del Directorio. El personal de los escalafones 
de servicio ingresará por sorteo. El Directorio podrá realizar la designación directa de profesionales y 
técnicos, en los casos en que no hubiere inscriptos en el llamado a aspirantes a concurso. 


Texto propuesto: 


Artículo 33 (Del personal que ingrese en el futuro).- El ingreso de nuevo personal se hará siempre por la 
última categoría del escalafón correspondiente y por el régimen de concurso. El personal de los escalafones 
de servicio ingresará por sorteo. 


Se entiende que tanto ingresos al nuevo organismos como ascenso deben efectuarse de acuerdo a la 
normativa legal vigente en la materia (Ley 16.127). 


En consecuencia el régimen de ingreso debe ser por el último grado del escalafón y al igual que los ascensos 
exclusivamente mediante concurso de oposición y méritos o de méritos y antecedentes. Se excluyen 
expresamente las excepciones en la designación de los cargos de Gerente General, Secretarios y Asesores 
Técnicos, en virtud de que el primero es el cargo superior de la administración, y los restantes si pertenecen a 
ella también se regirán por la normativa general, y de lo contrario no constituyen cargos presupuestales del 
Organismo. 


ANEXO N” Il 
CAPITULO HI 


EJECUCIÓN JUDICIAL SIMPLIFICADA DE CREDITO 
HIPOTECARIO PARA VIVIENDA 


GARANTIAS EN VIA ADMINISTRATIVA: Las garantías del debido proceso no están dadas solamente en 
el Procedimiento judicial, también el Procedimiento Administrativo del Banco Hipotecario contiene 
suficientes garantías para los deudores ya que el Expediente administrativo debe ceñirse a lo establecido por 
el Decreto 500, por lo que son aplicables todos los recursos en vía administrativa. Ejemplificando el 
procedimiento de una Ejecución Extrajudicial de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 80 y 81 de la Carta 
Orgánica se procede de la siguiente manera: 


. Gestiones epistolares y personales con diversas posibilidades de convenio; 


e Agotada dicha vía se notifica al deudor del inicio del Expediente de Ejecución por TCCPC; 


e Se dicta una resolución administrativa (decreto de ejecución dictado por el Gerente del Área de 
Recuperación de Activos en uso de facultades delegadas por el Directorio), se designa Procurador y 
martillero por el Sector Ejecuciones (por estricto orden de matrícula entre los habilitados por el 
Registro Nacional de Rematadores) notificando por TCCPC al deudor dichas circunstancias; 


e Una vez fijada la fecha de remate se notifica nuevamente al deudor.- Todas las notificaciones se 
remiten al domicilio constituido en el Préstamo Hipotecario y al real, en caso de no coincidir.- 


e Serealiza visita al inmueble por parte del tasador del Banco a efectos de fijar el valor de remate y 
visita por parte del martillero designado a efectos de constatar el estado de conservación y ocupación 
del bien. Ambos comunican el motivo de su presencia en caso de encontrar ocupantes, por lo tanto es 
una instancia más en que el deudor toma conocimiento de la ejecución inminente.- 


e Serealizan las publicaciones legales (por 5 días en el Diario Oficial más otras 5 subsiguientes y 
consecutivas en otro diario de la capital) además de publicaciones en Diarios Privados de circulación 
nacional y en diarios locales del lugar de ubicación de los inmuebles a rematar y en la página Web del 
BHU. El martillero concurre una vez más al inmueble a efectos de colocar el cartel anunciando el acto 
de remate, realiza distribución de volantes en la zona y en otros lugares de interés.- 


e Las posibilidades de acuerdo de pago no se agotan por haberse fijado fecha de remate, pudiendo el 
deudor lograr la suspensión del mismo abonando los gastos que se devenguen hasta la fecha del 
acuerdo más la suma convenida y el acuerdo a futuro para la regularización del atraso.- 


e El acto de remate es presidido por el representante del Banco, llevado a cabo por el martillero 
designado y documentado mediante Acta suscrita ante Escribano Público (funcionario o 
Supernumerario del Banco).- 


e Previo informe del Procurador designado y controlado por el Encargado de Sector, el Gerente del Área 
(mediante facultades delegadas por el Directorio) aprueba el resultado del remate y los gastos del 
rematador.- Por el art. 81 num.2". de la Carta Orgánica la comisión del martillero no puede exceder del 
1% al que se le agrega solamente la suma correspondiente al IVA. En caso de frustrarse el segundo 
remate la comisión se encuentra acotada por un Arancel interno acordado previamente con los 
rematadores (1% de la base con tope de 12 UR: más IVA).- 


GARANTIAS EN VIA JUDICIAL: De acuerdo al resultado de la subasta se promueve la acción de 
Adjudicación y/o Toma de posesión, ante el Juzgado competente de Montevideo, con prescindencia de la 
ubicación del inmueble, ya que todos los Préstamos Hipotecarios contienen la constitución de domicilio en 
esta Ciudad a los efectos de viabilizar la acción en los Juzgados de la Capital (art. 81 num.7 y 82 de la Carta 
Orgánica).- 


En los hechos se abre en esta Instancia un nuevo control por parte de la Sede Judicial que puede requerir las 
actuaciones administrativas y la comparecencia del ejecutado a efectos de ejercer sus defensas, pudiendo dar 
lugar a distintos incidentes.- 


Este procedimiento ha sido atacado, en distintos momentos por inconstitucionalidad la que nunca ha 
prosperado ante la Supera Corte de Justicia, habiendo entendido pacífica y unánimemente la jurisprudencia 
que los procesos especiales contenidos en la Carta Orgánica no desconocen las garantías consagradas en la 
Constitución de la República y se encuentran vigentes por las disposiciones de la Ley 16.112 que las ratifican 
expresamente más allá de la entrada en vigencia del C.G.P. 


PROCEDIMIENTO DE EJECUCION SIMPLIFICADA DEL PROYECTO DE LEY: 


De lo que viene de ejemplificarse surge que el Procedimiento propuesto en el Proyecto, además de ser sui 
géneris, mixto y pretender otorgar mayores garantías a los deudores y celeridad a las ejecuciones, en realidad 
contiene todo lo contrario.- Establece una etapa judicial de Intimación y Demanda que enlentece el inicio de 
la ejecución y la encarece ya que, si bien se exonera del Impuesto a las Ejecuciones se deberá tributar por 
otros conceptos. En la Intimación se debe presentar toda la documentación lo que resulta absurdo ya que la 
Intimación se agota en sí misma y puede ser cumplida. No se utilizan los mecanismos reconocidos 


legalmente del Telegrama Colacionado, Intimación por Oficina de Alguacilatos o por Acta Notarial que, 
cualquiera de ellas son más rápidas y menos costosas.- 


En el art. 2” del proyecto se establece que la base para los remates de los bienes gravados será el 75% del 
valor catastral del inmueble, mientras que el art. 43 del mismo establece "con la base de la tasación catastral" 
Cualquier comentario respecto a esta contradicción parece obvio. 


En el art. 34 parece otorgarse a la ANV, aún en el caso de ser administrador de créditos de terceros,(en el caso 
de los fideicomisos) los mismos privilegios que tenía la entidad que concedió el crédito, sólo si el 
beneficiario es público. Los fideicomisos son patrimonios de afectación, y de los mismos se emiten 
certificados de participación que cotizan en la Bolsa. Esos certificados admiten cómoda partición, y si bien el 
BCU ejerce control de quiénes son los tenedores de los mismos, no podría realizarse ejecución de ningún 
crédito sin haber controlado, hasta el acto mismo de remate, que no se haya modificado la tenencia, en todo o 
en parte de esos certificados. Cabe consignar que los fideicomisos pasan a tener, conformando ese 
patrimonio, un número X de préstamos hipotecarios, alguno de los cuales puede incurrir en morosidad, otros 
no, y los certificados de participación no necesariamente son representativos de cada uno de esos créditos. Es 
más, la experiencia del Fideicomiso Í es que se emitió un solo certificado, aunque, como se dijo, admite 
partición.- 


Esta norma volvería imposible la ejecución extrajudicial, ya fuera para la ANV como para el propio BHU en 
caso de actuar como administradores de ejecutar con las facultades otorgadas por la Carta Orgánica en cuanto 
a la ejecución extrajudicial Para eso, si la intención es esa, que se exprese claramente, pero no generando 
inconvenientes insalvables que vuelvan inoperante el procedimiento. 


De la equiparación que se pretende en cuanto a que dicho procedimiento se aplique tanto a los créditos 
otorgados por el BHU como por Instituciones pertenecientes al Sistema Financiero Privado parece olvidarse 
que la recuperación de los créditos en el caso del Banco es un precepto de interés general que debe primar 
siempre frente al interés particular, dicho esto con relación a la composición de los capitales del resto del 
Sistema Financiero..- 


Todo este proceso es mucho más lento que el actualmente vigente, engorroso, de poca claridad y las 
responsabilidades en cada etapa del mismo no están claras. Se aplica a la Banca Oficial el mismo 
procedimiento que para la Banca Privada, pero no a los posibles demás acreedores privados no bancarios. 


Durante cuánto tiempo se aplican diferentes procesos? Esto va a generar una gran confusión a nivel judicial, 
volviendo todavía más lento el proceso de recuperación de los créditos. 


En el art. 35 se habla de un instrumento único que documente el crédito, se desconoce el alcance de dicho 
concepto. Por otro lado, si bien art. 1” modifica el art. 18 de la Carta Orgánica, y en el apartado A) a) 
establece que el BHU podrá otorgar créditos para la "construcción" de vivienda, en la enumeración del art. 35 
no están incluidos como créditos a los que se confiere esta forma de ejecución. 


El art. 38 habla de la exigibilidad del crédito una vez transcurridos 90 días desde la fecha estipulada para el 
pago de alguna de las cuotas, y se agrega como condición el adeudo de más de tres meses de gastos comunes. 
Qué pasa si sólo le adeuda al BHU? El BHU es acreedor preferente, eso significa que cobra antes que la 
copropiedad en caso de ejecución. Si existe remanente, una vez cancelada la deuda con el Banco, se pone a 
disposición de los demás acreedores, pero la ejecución del banco no puede ir ligada a los gastos comunes. Lo 
que se pretende es dictar una norma interpretativa, que aclare los alcances de la 14.261 más la renuncia 
expresa que cada reglamento de copropiedad hace a favor de BHU, de modo que la deuda de gastos comunes 
no interfiera en los oferentes en el acto de remate ni se pretenda su cobro con posterioridad a la ejecución 
extrajudicial. Tratándose de obligaciones de distinta naturaleza no parece lógico pretender su confusión ni la 
subrogación por parte del Banco poniéndose en el lugar del deudor en las Asambleas de Copropietarios ya 
que no tiene ni la titularidad ni la posesión del bien. En ese caso, el acreedor insatisfecho, aunque fuera 
acreedor hipotecario, se convierte en quirografario y trabará embargo genérico al deudor, y en caso de 
conocerse bienes pedirá a Juez competente la traba de específicos que corresponda. 


Además lo que prevee el art. 38 del Proyecto deja fuera la ejecución de deudores por créditos cuyo objeto de 
garantía hipotecaria es un padrón común..- 


Lo mismo con el art. 39, el banco no tiene por qué hacer saber a la copropiedad su carácter de acreedor, ni 
debe ser notificado de la posible existencia de deudas para con la copropiedad. Esto no hace más que 
debilitar la preferencia ya consagrada del crédito del Banco, vinculándolo con aspectos que nada tienen que 
ver con la recuperación de su crédito. 


Por qué subrogarse en la obligación del deudor si es acreedor preferente? No debe impedirse la ejecución de 
la hipoteca recíproca, sino aclarar, como norma interpretativa, el alcance de esa preferencia y la del cobro de 
costas y costos por los procesos por gastos comunes, los que deberán determinarse claramente que serán 
satisfechos por parte de la ejecución siempre que surja remanente una vez cubierto el crédito del Banco. En 
lugar de promover las modificaciones de los arts. 38 y 39 del Proyecto, con relación a los créditos otorgados 
por el Banco Hipotecario debería exigirse la instrumentación del art. 70 de la Carta Orgánica, el que nunca 
fue puesto en práctica,.- 


Tampoco debe dejarse fuera del comercio de los hombres los inmuebles hipotecados. La 17.562, una de las 
pocas cosas buenas que ha tenido, es establecer que en tanto la deuda con sus acrecidas no sea inferior al 
50% del valor de tasación establecido por el acreedor no será ejecutable, pero no parece conveniente 
mantener la prohibición durante toda la vigencia de la misma. 


Respecto que los embargos y otros gravámenes del inmueble, posteriores a la hipoteca no producen contra 
ésta efecto alguno ya está vigente.- 


Art. 40. La descentralización de la ejecución hipotecaria del BHU vuelve el proceso mucho más lento y más 
caro. Actualmente se está planteando que, producto de la reestructura del Banco, van a quedar pocas 
sucursales en algunos puntos del País. Hasta ahora la ejecución se realiza en Casa Central, ya que en el 
momento de la constitución del mutuo se exige constitución de domicilio en Montevideo. El acto de remate 
se efectúa en la Sucursal más cercana al bien, en caso de no pertenecer a la misma ciudad, pero incluso el 
proceso de toma de posesión se tramita en Montevideo y se libra oficio a Juzgado cometido para proceder a 
la efectiva entrega del bien. 


Si se descentraliza la ejecución, para el BHU va a ser necesario contratar mucho más abogados externos, ya 
que para la ejecución va a tener que tener apoderado suficiente con domicilio constituido en la localidad, y 
los servicios de sus propios funcionarios no van a ser utilizados como ahora.- 


Art. 41 no parece una buena práctica dejar en manos del deudor que una vez intimado deposite la suma que 
estime conveniente en forma unilateral y además no se establece que pasa después.- Parecería que se 
pretende seguir adelante con la demanda descontando la suma depositada (no parece necesario más 
comentarios).- 


El art. 42, que regula la presentación de la demanda, hace referencia a la prueba agregada con la intimación. 
No sería raro que, conociendo el funcionamiento de los Juzgados, la misma pudiera perderse. Lo lógico sería 
que la prueba se acompañe con la demanda, 


Respecto a la exigibilidad del crédito ¿no se acreditó en el momento de la intimación? Se presenta la prueba 
de la demanda definitiva en la intimación y no se acreditó la exigibilidad de la deuda? Porqué presentar una 
nueva liquidación?.- 


Con respecto al incremento mensual y la actualización, es imposible prever la variación que operará la U.R., 
u otra moneda reajustable que pueda utilizarse. 


La Oficina Actuaría no interviene? La bondad de los títulos la debe realizar quien presta el dinero en caso del 
acreedor y quien compra en el caso de venta en remate. 


El art. 43 establece que la base del remate es la tasación catastral, cuando en el art. 2* de este mismo proyecto 
se plantea que es 2/3. Cuál es aplicable al BHU? 


Art. 44 Por qué debe trabarse embargo si se es acreedor hipotecario, preferente para el cobro? Cuáles son los 
supuestos de la falta de capacidad de la parte, cuando este texto normativo que se pretende aprobar sólo se 
aplicaba para los casos en que el acreedor es persona jurídica? Se estará hablando de falta de legitimación y 


tal vez de inhabilidad del título? No sería más sencillo el procedimiento judicial vigente de ejecución 
hipotecaria con renuncia a los trámites y términos del juicio ejecutivo? 


Art. 47 — Es inadmisible. A partir del decreto de ejecución se transforma en una ejecución privada ya que se 
le otorgan todas las prerrogativas al rematador para realizar la subasta sin que el acto sea presidido y 
controlado ni por el representante del acreedor ni por el Alguacil del Juzgado por lo tanto sería aplicable el 
régimen del TOCAF. Tampoco se establece un procedimiento claro a partir del remate: quien aprueba la 
cuenta de gastos del martillero y el resultado de la subasta? El rematador solo debe presentar la cuenta de 
gastos para dar cuenta al Juzgado pero nada más. Porqué el comprador tiene 30 días para integrar el precio a 
partir del remate? Significa que el mismo no es aprobado por nadie. Qué consecuencias tiene la no 
integración en plazo? No se establece sistema de reajuste ni posibilidad de rescisión. El art. 48 restringe la 
publicidad pero no se reglamenta. 


La posibilidad de recurrir a la fuerza pública para la colocación de carteles y demás ya está prevista en el 
art. 81 num. 7 de la Carta Orgánica.- 


Se reitera que la base del remate es el valor catastral, y en el art. 2% se estableció que era 2/3. Qué pasa si la 
suma adeudada es menor a los 2/3 de catastro? La seña puede no cubrir los gastos, en cuyo caso la institución 
acreedora, además de tener insatisfecho su crédito y tener que incurrir en todos los gastos de intimación e 
inicio de la demanda, deberá hacerse cargo de esos gastos hasta que se proceda a la integración total del 
precio. 


Si bien la base del remate es el monto en el que arrancan las ofertas, y puede tener o no que ver con el precio 
final, no parece conveniente que desde el Estado se fijen en montos que puedan resultar casi liberalidades. En 
caso de haberse constituido en mora al deudor, el Banco debe fijar como base de remate un monto razonable 
que tenga relación con los valores que se pagan en los remates por bienes que, en principio no pueden 
examinarse y no tienen posibilidad de negociación directa. Por lo que el art. 8l NUM. 2%) debería dejar al 
Instituto la posibilidad de fijar como base de remate el menor valor que surja de comparar..."lo que importe 
la deuda, intereses punitorios y gastos de la ejecución" con el valor de remate que a dichos efectos fijen los 
tasadores de la Institución (valor que tendrá en cuenta los factores que inciden en el remate). 


Por qué no el de Catastro? Los valores catastrales que están fijados a otros efectos y no tienen relación con el 
valor comercial del inmueble pueden en algunos casos, resultar excesivos y en otros (si se toman los 2/3) 
Irrisorios. 


El art. 82 de por sí establece una facultad: rebajar hasta un 40%, y por lo tanto en cada caso se analiza la 
conveniencia de esa rebaja, una menor o ninguna, de acuerdo a las características del inmueble y los gastos 
que pesan sobre el mismo. Todo esto apuntando a favorecer la venta en remate y minimizar la adjudicación 
de bienes. 


Otro factor que alienta la venta es ofrecer facilidades para la integración del precio, las que no pueden 
superar el 70% del valor de tasación y donde los gastos quedan, en caso de ir por tasación, como suma que no 
integra el precio. Muchas veces los precios que se obtienen en remate del Banco no son bajos, lo que la gente 
está comprando es la financiación que, en este momento, no se ofrece en el mercado. 


Por qué establecer en el edicto el monto adeudado si se está rematando con base? Puede llevar a confusión a 
los interesados conocer un monto, del que van a estar totalmente ajenos, ya que el propio texto prevé que por 
el saldo impago se trabe genérico y se continúa la ejecución como cualquier acreedor quirografario. 


Los gastos en esta modalidad de ejecución van a resultar muy superiores a los actuales, por lo que las 
pérdidas del Instituto van a ser mayores. Pocos son los casos en los que el producido de la venta en remate o 
la adjudicación del bien a favor del Banco cubren la totalidad de deuda más gastos. 


También es superior la comisión para los rematadores, eso también incide en los posibles oferentes en el acto 
de remate, aumentando sus costos en detrimento del precio Debe tenerse en cuenta que actualmente el costo 


de una ejecución extrajudicial promedia los $ 15.000 y una judicial promedia los $ 50.000.- 


Art. 49 — No se establece el monto hasta el que la Institución acreedora podrá hacer postura. 


Art. 50 — Se adjudica el bien, en caso de remate frustrado por el valor catastral. Si la deuda con sus acrecidas 
fue una cifra menor, debe el acreedor devolver la diferencia? Si el valor catastral es muy inferior al de 
mercado ¿esto no perjudica al deudor, en tanto le deja un saldo impago por mayor cifra? Con qué tiene 
relación esta cifra? Es una determinación injusta tanto para el acreedor como para el deudor. Tampoco se 
establece porqué procedimiento se rige la entrega inmediata del Inmueble (entrega de la cosa, toma de 
posesión?), a diferencia de la Carta Orgánica del Banco que establece claramente el procedimiento y otorga 
las garantías al mejor postor y al ocupante.-- 


Art. 51 — Los gastos actuales de los remates son muy inferiores a los que surgen de esta propuesta. Para las 
publicaciones, el Banco contrata la publicidad al por mayor obtenido mejores precios, la comisión del 
Martillero es más baja. 


Art. 52 — Nuevamente surge la duda de quién aprueba el remate, desde cuándo comienza a correr el plazo 
para la integración de precio, cómo se notificó. Tampoco se aclara, en caso que el acreedor hipotecario quiera 
ofrecer facilidades al comprador en remate qué plazo se otorga para la tramitación del crédito y la forma 
como se tendrá por integrado el precio. 


Art. 53 — El mismo texto normativo que estamos analizando plantea que la escritura la otorga el Juez, y ahora 
dice que puede otorgarla la institución acreedora. Asimismo se dice que el comprador está habilitado para 
solicitar la entrega, no se explicita por qué proceso, trámite que en los remates extrajudiciales del Banco lo 
efectúa la Institución, facilitando el trámite y evitándole más gastos. 


Art. 54 — Se exonera a la Banca Privada del pago del impuesto a las ejecuciones, beneficio que no tiene 
justificación si se toma en cuenta lo antedicho respecto al objetivo que persigue la Banca Privada en el 
otorgamiento de sus créditos, otorgándole un privilegio por encima de los demás acreedores privados.- 


El art. 55 prevé las costas y costos en procesos promovidos por otros acreedores, cuando en el texto 
proyectado para el art. 39 se imposibilita la ejecución salvo por razones tributarias. Asimismo se establece 
que no será preferente el crédito del Banco frente a las costas y costos que se generen en ejecución de 
hipoteca recíproca (que no podría realizarse), sin aclarar cuáles son las razones por las que se cede dicha 
preferencia. 


No se ha tomado en cuenta en todo el texto normativa la posibilidad de rescindir las promesas de compra. 
Este trámite actualmente se realiza administrativamente, y se solicita la posterior entrega de la cosa para el 
desapoderamiento de la finca. Se desconoció completamente.- En cuanto a la rescisión administrativa de 
Promesas no modifica el régimen vigente y tampoco analizan en ese caso si están dotados o no de garantías, 
ya que no se cuestiona, por lo tanto parecería que dicho procedimiento es aceptado y no el de ejecución 
extrajudicial cuando el resultado final es el mismo: la pérdida de la vivienda por parte de un deudor más allá 
de su vinculación jurídica con la misma.- 


MODIFICACIONES PROPUESTAS AL TEXTO DE LA CARTA ORGANICA DEL BHU:.: 


Art. 80: El Banco podrá ejecutar judicialmente a sus deudores o proceder a la venta de las propiedades 
hipotecadas mediante el procedimiento de ejecución extrajudicial a cuyos efectos de decretará el remate 
público por la base que se fijará de acuerdo a lo establecido en el art. siguiente: 

19) textual 

2%) textual 

3%) textual 


Art. 81: En los casos de venta a que se refiere el art. Anterior el Banco, intimado el pago por TCCPC con 
plazo de 10 días sin que se verifique el cumplimiento estará especialmente facultado para: 


19) textual 


2%) Disponer que la venta se haga en el paraje que indique, al mejor postor, y sobre la base del menor valor 
que resulte de comparar la deuda, intereses punitorios líquidos y gastos de la ejecución con la tasación del 


inmueble que a tales efectos realicen los servicios, exigiendo al comprador como seña una suma prudencial 
que por lo menos cubra totalmente los gastos, la que podrá o no integrar el precio de remate, debiendo 
mencionarse esas circunstancias en los avisos respectivos, así como el nombre del deudor el que se hará a los 
solos efectos de determinar el mutuario registrado, indicación de si la finca está o no arrendada por contrato 
inscripto en el Registro respectivo y en caso afirmativo, informar plazo, precio y forma de pago; los 
honorarios del rematador que no excederán del 1% más IVA. 


Los honorarios y gastos de escrituración serán de cuenta del comprador.- 


3%) Al vender las propiedades, recibir a su arbitrio, hasta el importe de la oferta que resulte aceptada en 
efectivo u otros Títulos o valores que determine la Institución salvo el excedente sobre el importe del crédito 
ejecutado el que deberá cubrirse siempre en moneda nacional de curso legal. 


4%) La institución podrá ofrecer facilidades para integrar el precio del remate de acuerdo a las 
reglamentaciones vigentes.- 


5%) Exigir en cualquier momento contra cualquiera de los deudores, mutuarios o fiadores solidarios en forma 
indivisible la totalidad del pago del saldo que le queden debiendo, por capital, intereses, servicios, gastos de 
reparaciones de los Edificios, seguro, etc., cuando el producto de la venta de los Inmuebles hipotecados no 
alcance a cubrir totalmente lo adeudado. 


67) Escriturar al comprador los bienes vendidos. 


7%) Pedir por medio del Juez respectivo el auxilio de la fuerza pública para ocupar o tomar posesión de los 
bienes hipotecados, para colocar en ellos banderas o carteles de remate; para hacer que los interesados o 
rematadores los examinen, y para dar en caso de venta, la posesión a los compradores, no obstante la 
oposición de los dueños o de los ocupantes, a cualquier título, si se produjera tal oposición. 


Los Jueces procederán en estos casos como en aquellos en que se hubiera renunciado a los trámites del Juicio 
Ejecutivo. 


Art. 82: Textual, solo varia el porcentaje de rebaja de la base del segundo remate, la que podría disminuirse 
hasta un 50% respecto a la del primer remate. (Actualmente se puede rebajar hasta un 40%) 


Art. 83: Textual. 
Art. 84: Textual, salvo que en lugar de firmar una Promesa de Compraventa, se firma un Acta de Remate. 
Art. 85: Textual. 
Art. 86: Textual. 


Art. 87: Textual, salvo último ítem, las costas y costos que se originen en ejecuciones de bienes hipotecados a 
favor del Banco, no tendrán prelación sobre su crédito. 


Art. 88: Textual. 
Art. 89: Textual. 


CONCLUSIONES: El procedimiento extrajudicial con las modificaciones propuestas anteriormente, debería 
mantenerse en su totalidad a efectos de ejecutar los créditos otorgados por el Banco Hipotecario del Uruguay, 
dada la especialidad de los fondos que se administran, pudiendo mantenerse en caso que se entienda 
conveniente, el procedimiento del Proyecto de Ley, para la ejecución de los créditos provenientes de otras 
Instituciones del Sistema Financiero. 
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